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Anexo A: Síntesis Datos Actualizados Estudio MIPYMES 
 

IMPACTO DEL SECTOR INFORMAL EN LA ECONOMIA DOMINICANA 

2013 
Fabricio Gómez Masara 
Oliver Cruz 
Enmanuel Silvestre 
 
Se trata de la encuesta más actualizada sobre las MIPYMES y su 
propensión a vender al Estado. Presentamos los hallazgos 
principales de este estudio para los propósitos de este diagnóstico. 

La encuesta fue realizada durante la última semana de septiembre de 2013 con una muestra 
de total de 406 entrevistas que fue aplicada en Santo Domingo, Distrito Nacional~ y 
Santiago de la siguiente manera: SO 194; DN 139; Santiago 74. 

Respecto de las ventajas y desventajas que enfrentaban las empresas que se desempeñan en 
el sector informal, este estudio establecía las siguientes: 

VentaJu (Beneficios) DesventaJu (Costos) 
No tener que pagar impuestos Dificultad para relacionarse con 

empresas m-andes 
Tomar decisiones sin restricciones Dificultas para defenderse legalmente 
gubernamentales si enfrentan algún problema 
No tener que pagar sobornos Dificultad para hacer negocios con el 

gobierno 
o tener que pagar cesantías Dificultad para acceder a crédito 

bancario 
Reducción de gastos en salarios 
Capacidad de operar o expandirse 
sin necesidad de permisos 
Fuente: La Informalidad en el Mercado Laboral Urbano, 2007. 

De acuerdo con los resultados obtenidos, el 59.61 % de las unidades productivas 
encuestadas se dedica a actividades comerciales, seguido por talleres (9.85%), otros 
servicios (9.11 %), servicios de telecomunicaciones (6.40%), hoteles, bares y restaurantes 
(4.19%), servicios de salud (3.69%), construcción (2.2%) y alquiler de viviendas (1.23%), 
entre otros. 

En términos territoriales, las unidades productivas que pertenecen al sector comercial tienen 
un mayor porcentaje en la provincia de Santo Domingo ( 61.1 % ), seguida de Santiago 
(59.5%) y el Distrito Nional (57.6%). 

El 71.49% de los propietarios de las unidades productivas del sector comercial son 
hombres; el 24.25% son mujeres; y el 4.26% son empresas familiares. 

Una de las variables más relevantes nara la investürnción es el tamaño de las unidades 
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Gráfico 4. Unidades Productivas Encuestadas según Trabajadores 

""' <=5 6 -10 11-15 16+ 

Fuente: Encuesta MIPYMES TNTEC 2013. 

Al comparar el criterio de ventas anuales que junto con la cantidad de trabajadores define a 
las unidades productivas se observó que el 87.43% tiene ventas anuales menores o iguales a 
Un Millón de Pesos (RD$1,000,000); el 9.94% tiene ventas anuales entre Un Millón y Un 
Peso a Siete Millones de Pesos (De RD$1,000,001 a RD$7,000,000); y el 2.63% entre Siete 
Millones y Un Peso a Veinte Millones de Pesos (De RD$7,000,001 a RD$20,000). 

Gráfico 5. Unidades Productivas Encuestadas según Ventas Anualizadas 

Vtas anuales RO 
$1,000,000 

Entre RO 
$1,00,001 y RO 

$7,000,000 

Fuente: Encuesta MIPYMES INTEC 2013. 
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MIPYMES como Suplidoras del Estado 

Una de las políticas públicas anunciadas por las autoridades gubernamentales es la de dar 
incentivos a las MYPIMES para que puedan constituirse en suplidoras del Estado. 

Sólo el 7% de las MYPIMES encuestadas dijo ser suplidora del Estado (Gráfico 11 ). 

El 10.3% de las estructuras productivas establecidas en Santiago son suplidoras del Estado, 
seguidas de las ubicadas en Santo Domingo (6.2%), y las del Distrito Nacional (5%). 

Gráfico 14. ¿Es o No Suplidor del Estado? (En%) 

Fuente: Encuesta MJPYMES INTEC 2013 
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Respecto del año 2007, la participación de las microempresas ha disminuido de 96% a 
92.4%. Las pequeñas empresas han duplicado su participación al pasar de 3% a 6.24%, 
mientras que las medianas han aumentado en casi un tercio al pasar de 1 % a 1.32%. 

Estos resultados podrían estar reflejando el aumento en la incidencia de la informalidad en 
el mercado laboral dominicano en los últimos años. 

Gráfico 6. Empresas Encuestadas según Criterio de la Ley No. 488-08 

Fuente: Encuesta MIPYMES INTEC 2013. 

■ Microempresas 

■ Pequeñas Empresas 

Medianas Empresas 

En promedio, las MIPYMES cuyos propietarios son hombres reportan mayores ventas 
anualizadas que las de mujeres, y las de propiedad familiar (Cuadro 3). 

Cuadro 3. Veatu ADuaffad•s de lu ~ 
lEa%) 

Hombres Muieres Familiares 
Menos de 1 millón 73.8 90.4 89.5 
Entre 1 y 5 millones 21.8 9.6 10.5 
Entre 7 v 15 millones 2.6 - -
Entre 15 y 20 millones 1.1 - -
Más de 20 millones 0.7 - -
Total 100.0 100.0 100.0 
Fuente: Encuesta MIPYMES INTEC 2013 

El 69.6% de los propietarios de las estructuras productivas expresó no tener prestamos para 
apoyar las actividades del negocio. Sólo el 30.4% señaló que tenía créditos para el 
funcionamiento de las actividades nroductivas (Cuadro 17). 

Respecto del tamaño, mientras más grande es la estructura productiva mayor pro ao 
existe de ser suplidora del Estado. El 28.6% de las estructuras con más de dieciséis 
trabajadores declara ser suplidora del Estado, mientras que sólo el 5.9% de las que tienen 
cinco o menos lo es. 

Para aquellos que no eran suplidores del Estado se les preguntó si querían serlo. La 
respuesta fue la siguiente: a) 51.1% dijo que le gustaría serlo; y b) 48.9% dijo que no 
(Cuadro 22). 



 

 6 

 
 
 
De los que contestaron positivamente, el 56.8% está ubicado en Santo Domingo; 53.5% en 
el Distrito Nacional; y sólo 31.3% en Santiago. 

Los que contestaron negativamente estaban ubicados en mayor porcentaje en Santiago 
(68.7%), seguidos de los que están en el Distrito Nacional (46.5%), y los de Santo 
Domingo (432%). 

Respecto del tamaño, el 52% de las estructuras más pequeñas tiene mayor interés en 
convertirse en suplidoras del Estado. El 28.6% de las estructuras que tienen entre 6-10 
trabajadores les gustaría serlo y al 40% de las que tienen más de dieciséis también opinan lo 
nnsmo. 

Una de las posibles explicaciones a la negativa de ser suplidor del Estado podría ser el 
requerimiento de estar al día en el pago de impuestos para poder participar en las 
licitaciones públicas. Para participar en los concursos públicos se requiere estar inscrito en 
el registro de suplidores del Estado que elabora la Dirección General de Compras y 
Contrataciones de Bienes y Servicios del Estado, así como una certificación de la Dirección 
General de Impuestos Internos (DGU). 

Al respecto, el 92.9% de los encuetados dijo saber que para ser suplidor del Estado hay que 
estar al día en el pago de impuestos. 

Al preguntar a los propietarios de las estructuras productivas si tenían Registro Nacional de 
Contribuyentes (RNC), el 59%1 de los encuestados dijo que sí, mientras que el 49% contestó 
negativamente (Cuadro 24) . 

Cuadro 24. ¿Su n • tieneRNC? 
Cantidad Porcentaje 

SI 239 59.0 
NO 166 41.0 
Total 405 100.0 
Fuente: Encuesta MIPYMES INTEC 2013 

El 66.7% de las MIPYMES ubicadas en el Distrito Nacional tienen registro, seguidas de las 
de Santiago (56.4%) y las de Santo Domingo (54.7%). De las que no están registradas en la 
Dirección General de Impuestos Internos (DGII), el 45.3% están ubicadas en Santo 
Domingo; el 43.6% en Santiago; y 33.3% en el Distrito Nacional 

En relación al tamaño, a medida que las MIPYMES son mas grandes tienen una mayor 
probabilidad de estar registrada en la DGII. El 92.9% de las estructuras con más de 
dieciséis trabajadores tiene RNC, mientras que sólo el 54.8% de las que tiene cinco o 
menos está registrada. Igual relación se repite con las ventas anualizadas. A mayor nivel de 
ventas, mayor probabilidad de estar registradas en DGII. 
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Anexo B: Sistematización Documental Marco Legal Nacional e Regula las MIPYMES 
 

Anexo 5 
Revisión / Sistematización Documental Marco Legal Nacional que Regula las MIPYMES 

Plan de Gobierno 2012-2016. Danilo Medina Presidente 
 
II. Economía próspera, competitiva y sostenible, creadora de empleos dignos y propiciadora de la equidad social 
2.2 Respaldo a las iniciativas empresariales y a los grupos emprendedores para expandir las capacidades productivas de las Pymes 
 
Para fomentar las iniciativas empresariales y fortalecer las capacidades productivas vamos a promover y desarrollar las siguientes políticas y líneas de acción: 
a. Implementar un programa de desarrollo de proveedores, para lograr la vinculación entre Pymes y grandes empresas o grandes núcleos de consumidores 

(hoteles, por ejemplo). 
b. Fortalecer la productividad de las pequeñas empresas mediante el diseño de mecanismos que les permitan acceder al crédito del sistema financiero, al apoyo 

técnico, de inteligencia de negocios y para la formación de “clusters”. 
c. Asegurar que las cuotas para que las compras a las Pymes, establecidas en la nomativa, sean efectivas, mediante procedimientos específicos que posibiliten 

eliminar las barreras que hoy día dificultan su participación. 
f. Fomentar programas de innovación y emprendedurismo, liderados por los gobiernos locales y ayuntamientos en sus respectivos territorios. Para el primer año, 

se propone que al menos 15 municipios cabecera desarrollen una jornada de sensibilización y capacitación con jóvenes emprendedores de sus comunidades, 
así como autoridades municipales. 

h. Propiciar la creación de Fondos y Sociedades de Garantías de Crédito y fortalecer la división PYME del Banreservas. 
k. Revisar la Ley 488-08 sobre el Régimen Regulatorio para el Desarrollo y Competitividad de las Micro, Pequeña y Mediana Empresas para ajustar y unificar con 

otras instancias del Estado los criterios de clasificación de las empresas, así como revisar las funciones de la institución y mejorar la regulación de los servicios 
financieros. 

l. Implementar un programa de sensibilización y capacitación para el cumplimiento del régimen simplificado de pago de impuestos. 
m. Fortalecer el marco institucional de ProMIPYMES, para convertirla en la entidad rectora del sector, que trace las políticas públicas y ofrezca apropiadamente 

los servicios financieros y de desarrollo empresarial que dispone la Ley. 
n. Poner en marcha un Programa de Regulación de Inmuebles (PRIN) como respuesta a la falta de registro y titulación de la mayoría de las propiedades o 

inmuebles en que operan las empresas y los emprendimientos del sector. 
q. Poner en práctica un programa nacional de incentivo a la formalización de las MIPYMES 
r. Incrementar los fondos de Promipyme de manera sustancial y disminuir la condicionalidad de los préstamos y tasas de interés 
2.6 Infraestructura para la cohesión territorial, la facilitación del comercio y la competitividad.  
 

Ley No. 340-06 Sobre Compras y Contrataciones de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones del Estado  
con modificaciones de Ley 449-06 y su Reglamento de Aplicación No. 490-07 

 
CAPÍTULO II. NORMAS GENERALES COMUNES A TODOS LOS ORGANISMOS COMPRENDIDOS  
Artículo 3. 
Las compras y contrataciones se regirán por los siguientes principios:  
2) Principio de igualdad y libre competencia. En los procedimientos de contratación administrativa se respetará la igualdad de participación de todos los posibles 
oferentes. Los reglamentos de esta ley y disposiciones que fijan los procedimientos específicos de las contrataciones, no podrán incluir ninguna regulación que 
impida la libre competencia entre los oferentes;  
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3) Principio de transparencia y publicidad. Las compras y contrataciones públicas comprendidas en esta ley se ejecutarán en todas sus etapas en un contexto de 
transparencia basado en la publicidad y difusión de las actuaciones derivadas de la aplicación de esta ley. Los procedimientos de contratación se darán a la 
publicidad por los medios correspondientes a los requerimientos de cada proceso. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente de contratación 
administrativa y a la información complementaria. La utilización de la tecnología de información facilita el acceso de la comunidad a la gestión del Estado en dicha 
materia;  
4)Principio de economía y flexibilidad. Las normas establecerán reglas claras para asegurar la selección de la propuesta evaluada como la más conveniente 
técnica y económicamente. Además, se contemplarán regulaciones que contribuyan a una mayor economía en la preparación de las propuestas y de los 
contratos;  
 
8) Principio Participación. El Estado procurará la participación del mayor número posible de personas físicas o jurídicas que tengan la competencia requerida. Al 
mismo tiempo, estimulará la participación de pequeñas y medianas empresas, no obstante reconocer su limitada capacidad financiera y tecnológica, con el 
objetivo de elevar su capacidad competitiva.  
 
Artículo 7. 
Las personas naturales o jurídicas interesadas en participar en cualquier proceso de compra o contratación deberán estar inscritas en el Registro de Proveedores 
del Estado, o conjuntamente con la entrega de ofertas deberán presentar su solicitud de inscripción.  
Párrafo. 
Los reglamentos de esta ley establecerán la organización del Registro, sus funciones y procedimientos, incluyendo el de inhabilitación, siempre observando el 
criterio de simplificación administrativa.  
 
Artículo 8. 
La persona natural o jurídica que desee contratar con el Estado deberá demostrar su capacidad satisfaciendo los siguientes requisitos: 
1) Poseer las calificaciones profesionales y técnicas que aseguren su competencia, los recursos financieros, el equipo y demás medios físicos, la fiabilidad, la 
experiencia y el personal necesario para ejecutar el contrato; 
2) Que los fines sociales sean compatibles con el objeto contractual;  
3) Que sean solventes y no se encuentren en concurso de acreedores, en quiebra o proceso de liquidación, ni que sus actividades comerciales hubieren sido 
suspendidas;  
4) Que hayan cumplido con las obligaciones fiscales y de seguridad social.  
 
Párrafo I. 
Los requisitos que se fijen de conformidad con el presente artículo deberán enunciarse en la documentación y pliego de condiciones de todo proceso de selección 
y contratación.  
 
Párrafo III. 
La entidad contratante no podrá descalificar a un proponente porque la información presentada sea incompleta en algún aspecto no sustancial y susceptible de 
ser corregido.  
Artículo 10.  
Párrafo. 
Las compras y contrataciones públicas comprendidas en esta ley se desarrollarán en todas sus etapas en un contexto de transparencia que se basará en la 
publicidad y difusión de las actuaciones derivadas de la aplicación de esta ley, la utilización de la tecnología informática que permita aumentar la eficiencia de los 
procesos y facilitar el acceso de la sociedad a la información relativa a la gestión del Estado en dicha materia, así como la participación real y efectiva de la 
comunidad, lo cual posibilitará el control social sobre las mismas 
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Artículo 14. 
No podrán ser oferentes ni contratar con el Estado las siguientes personas:  
13) Las personas naturales o jurídicas que no estén al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o de la seguridad social, de acuerdo con lo que 
establezcan las normativas vigentes;  
CAPÍTULO III. PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN 
Artículo 16.  
Los procedimientos de selección a los que se sujetarán las contrataciones son:  
 
1) Licitación Pública: Es el procedimiento administrativo mediante el cual las entidades del Estado realizan un llamado público y abierto, convocando a los 

interesados para que formulen propuestas, de entre las cuales seleccionará la más conveniente conforme a los pliegos de  
condiciones correspondientes. Las licitaciones públicas podrán ser internacionales o nacionales. 
 
2) Licitación Restringida: Es la invitación a participar a un número limitado de proveedores que pueden atender el requerimiento, debido a la especialidad de los 

bienes a adquirirse, de las obras a ejecutarse o de los servicios a prestarse, razón por la cual sólo puede obtenerse un número limitado de participantes En todo 
caso los proveedores, contratistas de obras o consultores, estarán registrados conforme a lo previsto en la presente ley y su reglamento, de los cuales se invitará 
un mínimo de cinco (5) cuando el registro sea mayor. No obstante ser una licitación restringida se hará de conocimiento público por los medios previstos;  
 
3)Sorteo de Obras: Es la adjudicación al azar o aleatoria de un contrato entre participantes que cumplen con los requisitos necesarios para la ejecución de obras 

sujetas a diseño y precio predeterminados por la institución convocante;  
 
4) Comparación de Precios: Es una amplia convocatoria a las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro respectivo. Este proceso sólo aplica para la 

compra de bienes comunes con especificaciones estándares, adquisición de servicios y obras menores. Un procedimiento  
simplificado, establecido por un reglamento de la presente ley, será aplicable al caso de compras menores; 
 
5) Subasta Inversa. Cuando la compra de bienes comunes con especificaciones estándares se realice por medios electrónicos, se seleccionará el oferente que 

presente la propuesta de menor precio. Este procedimiento debe posibilitar el conocimiento permanente del precio a que realizan las ofertas todos los 
participantes, así como del momento en que se adjudica y debe estar basado en la difusión de la programación de compras y contrataciones.  
 
Artículo 17. 
Para determinar la modalidad de selección a aplicar en un proceso de compra o contratación se utilizarán los umbrales topes, que se calculan multiplicando el 
Presupuesto de Ingresos Corrientes del Gobierno Central, aprobado por el Congreso de la República, por los factores incluidos en la siguiente tabla, según 
corresponda a obras, bienes o servicios:  
  

 1) Licitación pública 2) Licitación restringida 3) Sorteo de obras 4) Comparación de precios 5) Compras menores 

OBRAS  114,600,000 47,701,467 28,620,880 7,632,235 No aplica  

BIENES 3,816,117 1,526,447 No aplica  286,209 38,161 

SERVICIOS 3,816,117 1,526,447 No aplica  286,209 38,161 

 
A título enunciativo, para el Presupuesto de Ingresos Corrientes del Gobierno Central aprobado por el Congreso de la República para el año 2006, ascendente a 
RD$190,805,867,563, los umbrales tope en pesos dominicanos correspondientes serían los siguiente:  
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Párrafo I. 
La modalidad de selección a aplicar será la que corresponda al umbral más cercano e inmediatamente infe-rior al presupuesto o costo estimado de la obra, bien o 
servicio a contratar. No obstante, podrían utilizarse modalidades con umbrales superiores en caso que así lo estime conveniente la entidad contratante.  
Párrafo II.La tabla contentiva de los umbrales topes expresada en pesos dominicanos será publicada anualmente por el Órgano Rector y actualizada cuando 
corresponda.  
 
Párrafo VI. 
Tendrán derecho a participar en procesos de contratación de la ejecución, reparaciones o mantenimiento de obras menores, en la modalidad de Sorteo, los 
técnicos medios en el área de construcción calificados por las entidades competentes según defina el reglamento correspondiente de esta ley, hasta un monto 
igual al diez por ciento (10%) del umbral que determina para esta modalidad el presente artículo.  
 
Artículo 18.  
La convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones públicas deberá efectuarse mediante la publicación, al menos, en dos diarios de circulación nacional por el 
término de dos (2) días, con un mínimo de treinta (30) días hábiles de anticipación a la fecha fijada para la apertura, computados a partir del día siguiente a la 
última publicación.  
 
Párrafo IV.  
Todas las convocatorias junto con los pliegos de condiciones, si corresponde, se difundirán por Internet o por cualquier medio similar que lo reemplace o amplíe, 
en el sitio de la entidad que la realice y en el portal administrado por el Órgano Rector de las Contrataciones Públicas 
 
Artículo 19. 
Las contrataciones comprendidas en esta ley podrán realizarse por medios electrónicos en consideración a la Ley No.126-02, del 4 de septiembre del 2002, sobre 
Comercio Electrónico, Documentos y Firmas Digitales y su reglamento de aplicación. 
 
Párrafo I. 
Los organismos públicos comprendidos en el ámbito de esta ley podrán aceptar el envío de ofertas, la presentación de informes, documentos, comunicaciones, 
recursos administrativos, entre otros aspectos, en formato digital. Se considerarán válidas las notificaciones firmadas digitalmente.  
 
CAPÍTULO IV. PRESENTACIÓN, EVALUACIÓN DE PROPUESTAS Y ADJUDICACIÓN  
Artículo 20.  
El pliego de condiciones proporcionará toda la información necesaria relacionada con el objeto y el proceso de la contratación, para que el interesado pueda 
preparar su propuesta.  
 
Artículo 21. 
El principio de competencia entre oferentes no deberá ser limitado por medio de recaudos excesivos, severidad en la admisión de ofertas o exclusión de éstas por 
omisiones formales subsanables, debiéndose requerir a los oferentes incursos en falta las aclaraciones que sean necesarias, dándosele la oportunidad de 
subsanar dichas deficiencias, en tanto no se alteren los principios de igualdad y transparencia establecidos en el Artículo 3 de esta ley, de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación.  
 
Artículo 26.  
La adjudicación se hará en favor del oferente cuya propuesta cumpla con los requisitos y sea calificada como la más conveniente para los intereses 
institucionales y del país, teniendo en cuenta el precio, la calidad, la idoneidad del oferente y demás condiciones que se establezcan en la reglamentación, de 
acuerdo con las ponderaciones puestas a conocimiento de los oferentes a través de los pliegos de condiciones respectivos.  
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Párrafo I. Cuando se trate de la compra de un bien o de un servicio de uso común incorporado al catálogo respectivo, se entenderá en principio, como oferta más 
conveniente la de menor precio.  
 

REGLAMENTO DE COMPRAS Y CONTRATACIONES DE BIENES, SERVICIOS Y OBRAS    No. 490-07 
 
CAPÍTULO III  
REGISTRO DE PROVEEDORES DEL ESTADO 
Artículo 8. 
De conformidad con el mandato del Artículo 7 y su párrafo, Capítulo 2, Título I de la Ley de Compras y Contrataciones Públicas y para dar cumplimiento al 
contenido de este artículo, se crea el Registro de Proveedores del Estado, a cargo del Órgano Rector de las Compras y Contrataciones. Las personas naturales o 
jurídicas interesadas en participar en cualquier proceso de compra o contratación deberán es- 
tar inscritas en el correspondiente Registro, o conjuntamente con la entrega de ofertas deberán presentar copia de la solicitud de inscripción en el Registro, con la 
constancia de recepción de la misma por parte de la Dirección General de Contrataciones Públicas. En este último caso la inscripción deberá formalizarse en 
forma previa a la evaluación de las ofertas.  
 

Artículo 10. 
La solicitud de incorporación al Registro de Proveedores, será realizada por el/los interesado(s) mediante simple solicitud o bajando los formularios de la página 
Web de la Dirección General de Contrataciones Públicas. 
 
Párrafo I. 
La solicitud deberá ser entregada en la Dirección General de Contrataciones Públicas, conjuntamente con la documentación detallada a continuación, 
dependiendo de la naturaleza jurídica del oferente: 
 
Artículo 11. 
Los requerimientos que se detallan a continuación serán aplicables a todos los proveedores que participen en procedimientos de licitación pública, licitación 
restringida, comparación de precios y sorteo de obras. La Dirección General de Contrataciones Públicas determinará oportunamente los requerimientos mínimos 
a ser exigidos para los casos de proveedores que participen solamente en procedimientos de compras menores y compras directas.  
 
I) En caso de que el oferente sea una persona física, deberá presentar los siguientes documentos:  
1. Copia de la Cédula de Identidad y Electorald el solicitante.  
2. Original de la certificación emitida por la Dirección General de Impuestos Internos donde se establezca que se encuentra al día en el pago de sus obligaciones 

fiscales al momento de la inscripción. 
3. Certificación de Colegiatura, si procede.  
4. Declaración Jurada donde manifieste que no se encuentra afectado por las prohibiciones establecidas en el Artículo 14 de la Ley 340-06. 
5.Declaración Jurada donde manifieste si tiene o no uicio con el Estado dominicano o sus entidades del Gobierno Central, de las Instituciones Descentralizadas y 

Autónomas no Financieras, y de las Instituciones Públicas de la Seguridad Social. 
 
II) En caso de que el oferente sea una persona jurídica deberá presentar los siguientes documentos:  
1. Copia del Registro Nacional del Contribuyente. (RNC).  
2. Copia del Certificado de Registro Mercantil actualizado 
3. Copia de los Estatutos Sociales, debidamente registrados, certificados como conforme a su original por el Secretario y el Presidente de la empresa o por la 

persona con calidad para hacerlo y sellados con el sello social de la compañía.  
4. Lista de la composición accionaria actualizada, debidamente registrada, certificada como conforme a su original por el Secretario y el Presidente de la 

compañía y sellada con el sello social.  
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5. Lista de Presencia yActa de la última Asamblea General Ordinaria Anual, por la cual se nombre el actual Consejo de Administración, debidamente registrados, 

certificados como conforme a su original por el Secretario y el Presidente de la compañía y sellados con el  
sello social.  
6. Acta de Delegación de Poderes, si procede.  
7. Estados Financieros del último período fiscal, certificado por un CPA, cuando la empresa tenga más de un año de constituida.  
8. Declaración Jurada del solicitante en la que manifieste que no se encuentra afectado por las prohibiciones establecidas en el Artículo 14 de la Ley 340-06. 
9.Declaración Jurada donde manifieste si tiene o no juicios con el Estado dominicano o sus entidades del Gobierno Central, de las Instituciones Descentralizadas 

y Autónomas no Financieras, y de las Instituciones Públicas de la Seguridad Social, o si está sometida a un proceso de quiebra.  
10. Declaración relativa al volumen global de negocios ya las obras, suministros, servicios o trabajos realizados durante los últimos cinco años o durante un plazo 

mayor si así fuere requerida. 
11. Para las pequeñas y medianas empresas, certificado de la Secretaría de Estado de Industria y Comercio de que la misma satisface las condiciones y 

requisitos establecidos por dicha Secretaría para obtener el beneficio establecido en el Artículo 86 de este Reglamento.  
 

Párrafo I. 
La Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP) verificará si la documentación aportada por el solicitante cumple con las exigencias requeridas y 

responderá al interesado en el transcurso de los diez (10) días hábiles siguientes al recibo de la solicitud. Si existe incumplimiento  
o defecto, concederá un plazo de 10 días hábiles para que el solicitante lo subsane. Si el requerimiento no es atendido en el tiempo establecido, la solicitud se 

tendrá rechazada sin más trámite. 
Artículo 12. 
Clasificación de Proveedores. El Registro de Proveedores se elaborará de acuerdo al tipo de actividad, según se indica a continuación:  
a) Proveedor de bienes, clasificados por tipo de bienes ofertados.  
b)Proveedor de servicios, clasificados por tipo de servicios ofertados. 
c) Contratista de obras, clasificados por tipo de obras.  
 
Artículo 13. 
Una vez incorporados al Registro, los interesados no estarán obligados a solicitar nuevamente su incorporación, sino que deberán renovar los documentos 
legales vencidos y notificar cualquier cambio en su acreditación a la Dirección General de Contrataciones Públicas.  
 
Artículo 14. 
Para los casos de compras menores y comparación de precios los oferentes deberán estar previamente inscritos en el Registro de Proveedores del Estado. 
 
Artículo 21. 
Se considerarán condiciones generales para la demostración de idoneidad de las personas físicas o jurídicas, según corresponda, las siguientes: 
a) Que posean las calificaciones profesionales y técnicas que aseguren su competencia, los recursos financieros, el equipo y demás medios físicos, la fiabilidad, 

la experiencia y el personal necesario para ejecutar contratos con el Estado;  
b) Que tengan capacidad jurídica para firmar el contrato y no se encuentre incurso en los impedimentos señalados  
en el Artículo 14, Capítulo 2, Título I de la Ley 340-06;  
c) Que los fines sociales de los estatutos de las empresas sean compatibles con el objeto contractual;  
d) Que no sean insolventes ni se encuentren en concurso de acreedores, en quiebra o proceso de liquidación, ni que sus actividades comerciales hubieren sido 

suspendidas. 
e) Que hayan cumplido con las obligaciones fiscales. 
f) Que ni ellos ni su personal directivo, hayan sido condenados por un delito relativo a su conducta profesional o por declaración falsa o raudulenta acerca de su 

idoneidad para firmar un contrato adjudicado en los dos años anteriores al inicio del proceso de contratación. 
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g) Que las firmas extranjeras estén legalmente constituidas en su país de origen, debiendo suministrar la documentación pertinente certificada por un funcionario 

competente de su país, cuya firma deberá ser certificada por el Cónsul dominicano más cercano, cumpliendo con lo establecido en la Ley 322 del 2 de junio 
de 1981. 

h) Que satisfagan los requerimientos de la Ley 6200 del 22 de febrero del 1963, sobre ejercicio de la Ingeniería, la Arquitectura, la Agrimensura y profesionales 
afines, de cualquier otra ley que le sea aplicable, así como de los reglamentos de ejercicios atinentes a cada especialidad profesional. 

 
Artículo 22. 
Idoneidad técnica en contratos de obras públicas. Cuando se trate de contratos de obras públicas, la idoneidad técnica y profesional, se acreditará por los medios 
siguientes:  
a) Información del personal directivo y profesional de la empresa con su correspondiente curriculum, con especial referencia a los responsables de las obras. 
b) Información de las obras de carácter público o privado ejecutadas durante los últimos cinco años, con indicación de sus presupuestos, características y lugares 

de ejecución, acompañando actas de recepción o referencias de los propietarios de las obras. 
c) Información de la maquinaria, material, equipos técnicos e instalaciones de que dispondrá el interesado, indicando estado y propiedad. 
d) Relación del personal profesional y técnico de que disponga para la ejecución de las obras y su experiencia, indicando si forma o no parte de los cuadros 

permanentes del contratista.  
e) Existencia de obligaciones pendientes o futuras que puedan competir con la ejecución normal de las obras que se proyecta ejecutar. 
f) Capacidad administrativa disponible.  
g) Juicios o reclamaciones pendientes durante los últimos cinco años con motivo de contratos anteriores o en ejecución. 
h) Los demás requisitos objetivos relacionados directamente con la contratación que dispusieren los pliegos de condiciones particulares. 
Párrafo I. 
La documentación citada precedentemente deberá solicitarse en forma total o parcial a través de los pliegos de condiciones particulares de acuerdo con la 
envergadura de la obra, según sea el caso, y presentarse conjuntamente con la oferta. 
 
Artículo 23. 
Idoneidad técnica en los contratos de suministro. En el caso de contratos de suministro de bienes y servicios, cuando la importancia de la compra lo justifique, los 
pliegos de condiciones particulares deberán contener disposiciones que aseguren la idoneidad técnica y profesional de los oferentes, la que será acreditada con 
los medios siguientes, según proceda: 
a) Información de los suministros efectuados durante los últimos cinco años, indicando su importe y carácter público o privado, acompañando documentos 

acreditativos de los mismos. 
b) Descripción del equipo técnico, medios de investigación y talleres y facilidades de mantenimiento, en su caso, así como de los sistemas de control de calidad.  
c) Muestras, descripciones o fotografías de los bienes a suministrar, en la medida que se estimen indispensables y de acuerdo con criterios de razonabilidad y 

proporcionalidad. 
d) Documentos o declaración acreditativa de los registros oficiales de los bienes, como los referentes a productos farmacéuticos, agroquímicos, veterinarios u 

otros, según proceda. 
e) Certificaciones, en su caso, de organismos encargados del control de calidad de los bienes, con referencia a especificaciones o normas preestablecidas. 
f) Juicios o reclamaciones pendientes durante los últimos cinco años con motivo de contratos anteriores o en ejecución.  
g) Cualquier otro requerimiento que la entidad contratante considere razonable, según corresponda.  
 
Artículo 27. 
Consorcios.  
El Estado podrá contratar con consorcios, entendiéndose por éstos las uniones temporales de empresas que sin constituir una nueva persona jurídica se 
organizan para participar en un procedimiento de contratación y, de resultar adjudicatarias, para suscribir y ejecutar el contrato, con los derechos y obligaciones 
que ello implica, incluyendo eventuales responsabilidades ante terceros.  
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Párrafo I. 
En tales casos deberá acreditarse ante el órgano responsable de la contratación el acuerdo o convenio, por el cual se formaliza el consorcio, incluyendo su 
objeto, las obligaciones de las partes, su participación y su relación con el órgano licitante. En caso de resultar adjudicatario, deberá designarse mediante poder 
mancomunado un representante o gerente único. También se acreditará la capacidad de ejercicio de cada miembro del consorcio, así como la solvencia 
económica y financiera y la idoneidad técnica y profesional de este último; dicha solvencia e idoneidad se podrá acreditar mediante la consideración conjunta de 
las credenciales de cada uno de los miembros.  
 
Párrafo II. 
Cuando así ocurra, de resultar adjudicatario el consorcio, el contrato será suscrito por quienes ejerzan la representación legal de cada una de las empresas 
participantes, las que, quedarán obligadas solidariamente ante la entidad contratante, sin perjuicio de la acreditación del representante o apoderado único 
previsto en el párrafo anterior. Los consorcios durarán como mínimo, el tiempo necesario para la  
ejecución del contrato, hasta su extinción y liquidación.  

 

TITULO II . CAPÍTULO ÚNICO. CATÁLOGO DE BIENES Y SERVICIOS  
Artículo 31. 
No se podrá realizar la adquisición o contratación ni dar de alta en el inventario ningún bien o servicio que no figure en el Catálogo de Bienes y Servicios.  
 
Artículo 32. 
La Dirección General de Contrataciones Públicas, dependiente de la Secretaría de Estado de Hacienda, tendrá facultades para:  
a) Administrar el Catálogo de Bienes y Servicios.  
b) Efectuar la revisión y actualización del catálogo, disponiendo las modificaciones de descripción de los ítems, a propuesta de los organismos contratantes. 
c) Desarrollar las actividades de capacitación para la correcta aplicación y difusión del sistema.  
 
CAPÍTULO I. PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN. DISPOSICIONES GENERALES  
Artículo 43. 
Tipos de procedimientos de selección.  
Los procedimientos de selección a los que se sujetarán las contrataciones son:  
 
1) Licitación Pública: Las Licitaciones Públicas podrán ser de etapa única o de etapas múltiples. Serán de etapa única cuando la comparación de las ofertas y de 
la calidad de los oferentes se realiza en un mismo acto. Las licitaciones serán de etapas múltiples cuando la evaluación y comparación de la calidad de los 
oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económico-financiera, las garantías, las características de la prestación y el análisis de los 
componentes económicos de las ofertas, se realiza en dos (2) o más fases mediante preselecciones sucesivas. 
 
 
2) Licitación Restringida. A los efectos de ampliar el carácter competitivo de este procedimiento se invitará a la mayor cantidad posible de oferentes con idoneidad 
para cumplir con el requerimiento. No obstante ser una licitación restringida se hará de conocimiento público  
a través de su difusión en la página Web de la Dirección General de Contrataciones Públicas y deberán ser consideradas las ofertas que presenten oferentes que 
no hayan sido invitados.  
 
3) Sorteo de Obras. La entidad contratante podrá dentro de los umbrales establecidos en la Ley 340-06, para este procedimiento llevar a cabo la adjudicación de 
contratos a través del procedimiento de sorteo. Este procedimiento se llevará a cabo mediante acto público al cual podrán asistir personas físicas o jurídicas, 
previamente inscritas en el Registro de Proveedores del Estado y que cumplan con los requerimientos establecidos en los pliegos de condiciones generales y 
particulares. Se tendrán en cuenta, además, los siguientes criterios:  
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a) Deberá contarse con disponibilidad suficiente en las apropiaciones presupuestarias y en las cuotas de compromiso correspondientes.  
b) Se prepararán pliegos de condiciones que contengan: el objeto del proceso; el precio de la obra, la forma de presentación de las ofertas; una descripción 
suficiente de las obras a contratarse, ubicación o lugar en donde se ejecutarán las obras; la forma de pago, las garantías requeridas, y el plazo de entrega 
requerido para la obra.  
c) Las garantías deberán encuadrarse dentro de lo especificado en el Artículo 109 del presente Reglamento.  
d) Se efectuará la convocatoria pública a través de las páginas WEB de la Dirección General de Contrataciones Públicas y de la institución Esta convocatoria 
contendrá: 1) Nombre, lugar y monto de la obra.  
 
2) Lugar o forma de obtener los pliegos de condiciones generales y particulares.  
3) Fechas de inicio y cierre de inscripción.  
4) Lugar, fecha y hora donde se depositarán los documentos.  
5) Lugar, fecha y hora donde se realizará el sorteo. 
 
e) Se permitirá la participación abierta de proponentes, y la entidad estará obligada a considerar a todos los interesados que adquieran el pliego de condiciones 
generales y particulares y cumplan con los requerimientos de los mismos  
f) Los documentos serán recibidos sólo hasta la hora límite que se indicará en la convocatoria y que será dos horas antes de la señalada para realizar el sorteo. 
g) El sorteo se llevará a efecto en acto público, con la presencia de los proponentes y un notario público quien suscribirá el acta.  
h ) La adjudicación deberá hacerse oficialmente y mediante notificación escrita dentro de los cinco (5) días hábiles a contar de la fecha de realización del sorteo.  
Párrafo I. 
Tendrán derecho a participar en procesos de contratación de la ejecución, reparaciones o mantenimiento de obras menores, en la modalidad de sorteo, los 
técnicos medios en el área de construcción calificados por las entidades competentes, hasta un monto igual al diez por ciento (10%) del umbral que determina 
para esta modalidad el presente artículo. 
 
4) Comparación de Precios. El procedimiento de comparación de precios se podrá realizar por escrito en soporte papel o bien a través del Portal Web de la 

Dirección General de Contrataciones Públicas cuando se encuentre disponible el sistema desarrollado para tal fin. 
El trámite se realizará de acuerdo con las siguientes pautas: 
a) Se entenderá por amplia convocatoria mientras no esté implementada la página de la Dirección General de Contrataciones, la invitación a un mínimo de seis 
proveedores. 
b) El plazo de antelación entre el momento de efectuarse la invitación y el momento límite para presentar la propuesta no será inferior a cinco (5) días hábiles.  
 
5)  Compras menores.- Los procedimientos de compras menores, se efectuarán mediante un trámite simplificado, de acuerdo a las siguientes pautas:  

 
a) La convocatoria y la determinación del procedimiento de selección podrán instrumentarse sin el dictado de un acto administrativo.  
b) Se deberá invitar a un mínimo de tres proveedores (debidamente inscriptos en el registro correspondiente).  
c) Las invitaciones a participar podrán efectuarse por cualquier medio y las ofertas podrán presentarse mediante correo electrónico, facsímile con aviso de recibo, 

soporte papel u otros medios que disponga la Dirección General de Contrataciones Públicas. 
d) El plazo de antelación entre el momento de efectuarse la invitación y el momento límite para presentar la propuesta podrá ser estipulado libremente por el 

organismo contratante. 
e) El titular de la unidad operativa de contrataciones será depositario de las propuestas que se reciban, sean abiertas o cerradas. Dicho funcionario tendrá la 

responsabilidad de que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento del plazo fijado para su presentación. 
f) En esa oportunidad, todas las ofertas que se hubieren recibido hasta el día y hora fijados para ello, se agregarán al expediente siguiendo el orden de su 

recepción, pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. De obtenerse todas las ofertas solicitadas antes de la fecha estipulada se podrá 
continuar con el procedimiento sin más trámite. 
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g) Vencido el plazo otorgado para la presentación de las ofertas, el titular de la unidad operativa de contrataciones procederá en forma inmediata a elaborar un 

acta simple a los fines indicados en el párrafo anterior, acta que deberá contener la fecha y hora de su emisión, número de procedimiento, número de orden 
asignado a cada oferta, nombre de los oferentes, monto de las ofertas, las observaciones que  

   se formularen y la firma del responsable de la Unidad Operativa de Contrataciones, como mínimo.  
h) Una vez elaborada el acta de incorporación de las ofertas, el titular de la unidad operativa de contrataciones y el de la unidad requirente del bien o servicio, 

deberán emitir su opinión con respecto a la oferta más conveniente. 
i) Cumplidas las instancias anteriores, la elección de la oferta más conveniente podrá resolverse sin más trámite por la autoridad competente para adjudicar.  
j) El oferente a quien se pretenda adjudicar la contratación, se deberá encontrar incorporado obligatoriamente en el Registro de Proveedores del Estado, en forma 

previa a la adjudicación respectiva. 
 
Párrafo I. 
Para los casos de contrataciones de bienes y servicios por montos inferiores al umbral mínimo establecido para las compras menores, se podrán realizar las 
mismas en forma directa sin más formalidad que la obtención de una cotización a través de cualquier medio, ya sea carta, e mail, fax, etc. En el caso de las 
contrataciones de obras también por montos inferiores al umbral mínimo establecido para las compras menores, deberá utilizarse el procedimiento de 
comparación de precios.  
 
CAPÍTULO III. PLIEGOS  
Artículo 55. 
Los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares deberán prever la posibilidad de presentar ofertas parciales por parte de las micro, pequeñas y medianas 
empresas. El organismo contratante podrá estipular el módulo mínimo de las ofertas parciales, el que no podrá ser inferior al  
VEINTE POR CIENTO (20%) ni superior al TREINTA POR CIENTO (30%) del total de la oferta o renglón de oferta, según corresponda. 
La autoridad superior, con competencia sobre el organismo licitante, podrá autorizar apartarse de lo dispuesto en el párrafo precedente en casos especiales y 
debidamente justificados. 
  
Artículo 56.  
Al confeccionarse el Pliego de Bases y Condiciones Particulares, deberá distribuirse la cantidad total de cada producto en diferentes renglones, en los casos en 
que una misma convocatoria abarque un número importante de unidades, con el objeto de estimular la participación de las micro, pequeñas y medianas 
empresas.  
 
CAPÍTULO II. GARANTIAS  
Artículo 107. 
Para garantizar el fiel cumplimiento de sus obligaciones los oferentes, adjudicatarios y contratistas deberán constituir garantías en las formas y por los montos 
establecidos en la presente reglamentación.  
Artículo 108. 
Los oferentes o los adjudicatarios deberán constituir garantías:  
a) De seriedad de la oferta: CINCO POR CIENTO (5%) del monto total de la oferta. En el caso de cotizar con alternativas, la garantía se calculará sobre el mayor 

monto presupuestado. En los casos de licitaciones y concursos de etapa múltiple, la garantía de seriedad de la oferta será establecida en un monto fijo, por la 
entidad contratante, en el pliego de bases y condiciones particulares. 

b) De fiel cumplimiento del contrato: DIEZ POR CIENTO (10%) del monto total de la adjudicación.  
c) De buen uso del anticipo: por el equivalente a los montos que reciba el adjudicatario como adelanto.  
 
Párrafo I.  
En aquellos procedimientos de selección en los que se previera que las cotizaciones a recibir pudieran contemplar la gratuidad de la prestación, las garantías de 
seriedad de la oferta y de cumplimiento del contrato serán establecidas en un monto fijo en los respectivos pliegos de condiciones particulares.  
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Párrafo II.  
La garantía de seriedad de la oferta será de cumplimiento obligatorio y vendrá incluida dentro de la oferta económica. La omisión en la presentación de la 
garantía de seriedad de la oferta o cuando la misma fuera insuficiente, significará la desestimación de la oferta sin más trámite. 
 
Artículo 109.  
Las garantías podrán consistir en pólizas de fianza de compañías aseguradoras de reconocida solvencia que el oferente podrá elegir de una lista que 
proporcionará la Superintendencia de Seguros de la República Dominicana y que elaborará de acuerdo a la solvencia de cada una de ellas, o garantías 
bancarias, con las condiciones de ser incondicionales, irrevocables y renovables; se otorgarán en la misma moneda de la oferta. La garantía de fiel cumplimiento 
del contrato se mantendrá vigente hasta la liquidación del contrato y la de mantenimiento de la oferta durante el plazo de validez de la misma. La garantía por el 
buen uso del anticipo, se irá reduciendo en la misma proporción en que se vayan pagando las cubicaciones correspondientes. Por razones debidamente 
fundadas en el expediente, el organismo contratante podrá elegir la forma de la garantía en el pliego de condiciones particulares. 
 
Artículo 111. 
La garantía de fiel cumplimiento de contrato deberá ser obligatoriamente integrada por los adjudicatarios cuyos contratos excedan el equivalente en pesos 
dominicanos de US$10.000,00, en el plazo de cinco (5) días hábiles, contados a partir de la notificación de la adjudicación. 
 
Artículo 112. 
El adjudicatario de una licitación deberá contratar seguros que cubran los riesgos a que estén sujetas las obras. Tales seguros permanecerán en vigor hasta que 
la autoridad correspondiente compruebe que el adjudicatario ha cumplido con las condiciones del contrato, extendiéndoles la constancia para su cancelación. 
 
Artículo 113. 
Las garantías responderán a los siguientes conceptos:  

a) De cumplimiento de las formalidades requeridas.  

b) De cumplimiento de las obligaciones necesarias para el cierre de la operación. 
c) De las obligaciones derivadas del contrato.  
d) De los gastos originados al organismo contratante por demora del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones y de los daños y perjuicios ocasionados al 

mismo, con motivo de la ejecución del contrato o en el supuesto de incumplimiento del mismo. 
e) En el contrato de suministro, la garantía responderá por la existencia de vicios o defectos de los bienes y servicios suministrados, durante el plazo de garantía 

que se haya previsto en el contrato.  
 
Artículo 114. 
Serán devueltas de oficio:  
 
III. Las garantías de fiel cumplimiento del contrato, una vez cumplido el mismo a satisfacción de la entidad contratante, cuando no quede pendiente la aplicación 
de multa o penalidad alguna. No será necesario presentar garantías en los siguientes casos:  
 
e) Cuando el monto de la garantía no fuere superior a diez mil pesos dominicanos y así se dispusiere en los pliegos de bases y condiciones particulares.151 
g) En caso de cumplimiento de la prestación dentro del plazo de integración de la garantía, salvo el caso de rechazo. En estos casos, el plazo para la integración 
de la garantía se contará a partir de la comunicación fehaciente del rechazo y no desde la notificación de la orden de compra. Los elementos rechazados 
quedarán en caución y no podrán ser retirados, sin previamente integrar la garantía que corresponda.  
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Párrafo I.  
No obstante lo dispuesto, todos los oferentes y adjudicatarios contraen la obligación de hacer efectivos los importes de las garantías a requerimiento del 
organismo contratante, en caso de resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda, sin que puedan interponer reclamo alguno sino después de realizado el 
pago.  

Ley 479-08, sobre Sociedades Comerciales y Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada. 
Artículo 3. 
Se reconocerán los siguientes tipos de sociedades:  
a)Las sociedades en nombre colectivo;  
b) Las sociedades en comandita simple;  
c) Las sociedades en comandita por acciones;  
d) Las sociedades de responsabilidad limitada; y,  
e) Las sociedades anónimas, que podrán ser de suscripción pública o privada. 
Artículo 5. 
Las sociedades comerciales gozarán de plena personalidad jurídica a partir de su matriculación en el Registro Mercantil.  
 
Sección III  
Del contrato de sociedad y de las formalidades de constitución  
 
Artículo 14 
. Los contratos de sociedad o los estatutos sociales de toda sociedad comercial, instrumentados ya sea en forma pública o privada, deberán contener:  
a) Los nombres, las demás generales y los documentos legales de identidad de quienes los celebren, si fuesen personas físicas o la denominación social, su 
domicilio y números del Registro Mercantil y del Registro Nacional de Contribuyentes, así como las generales de sus representantes o apoderados, si se tratase 
de una persona jurídica.  
b) La denominación o razón social;  
c) El tipo social adoptado;  
d) El domicilio social previsto;  
e) El objeto;  
f) La duración de la sociedad;  
g) El monto del capital social autorizado y la forma en que estará dividido, así como los requisitos cumplidos o que deberán ser cumplidos respecto del mismo 
para la constitución de la sociedad, incluyendo la proporción que deba ser suscrita y pagada;  
 
Artículo 15. 
Dentro del mes siguiente a la suscripción del contrato de sociedad, en el caso de las sociedades en nombre colectivo, sociedad anónima de suscripción privada y 
en comandita simple; y de la celebración de la asamblea general constitutiva, en el caso de las sociedades anónimas de suscripción pública, en comandita por 
acciones y de responsabilidad limitada, deberá formularse la solicitud de matriculación en el Registro  
Mercantil. 
  
Artículo 16. 
Tanto la matriculación de la sociedad como el depósito y la inscripción de los documentos constitutivos de la misma, deberán realizarse en la Cámara de 
Comercio y Producción correspondiente al domicilio social indicado en el contrato de sociedad o en los estatutos sociales y de conformidad con el procedimiento 
establecido por la ley que reglamenta el Registro Mercantil.  
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Sección VI  
Del registro de las operaciones y su respaldo, los estados financieros y otros registros  
Artículo 31. 
Las operaciones de las sociedades comerciales se asentarán en registros contables de acuerdo con los principios y/o normas contables establecidos por el 
Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana y por tanto deberán generar información que permita por lo menos la preparación de 
estados financieros que reflejen la situación financiera, los resultados de operaciones, los cambios en el patrimonio, los flujos de efectivo y las divulgaciones que 
deberán contener las notas a los estados financieros.  
 
Artículo 33. 
Toda sociedad comercial que utilice crédito de terceros, sean éstos acreedores quirografarios, garantizados o privilegiados, así como suplidores o entidades de 
intermediación financiera; o emita obligaciones de cualquier tipo; o tenga ingresos brutos superiores a cien (100) salarios mínimos, deberá hacer auditar sus 
estados financieros de conformidad con las normas de auditoría adoptadas por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana.  
 
Artículo 34. 
Además de los registros contables, las sociedades comerciales deberán llevar:  
 
a) En aquellas en que las partes sociales se constatan en certificados o títulos, un registro que contenga las generales de sus socios y por lo menos los 
siguientes datos de los certificados que comprueban la propiedad de las partes sociales: fecha de emisión, los tipos y clases de partes de capital, números de los 
certificados, la cantidad de partes en cada certificado, el valor nominal de cada parte social y el monto del certificado; en aquellas cuyas decisiones sean 
adoptadas mediante asambleas, un registro, en orden cronológico, de las actas de las asambleas generales de los accionistas o de los propietarios de las partes 
sociales, así como de las reuniones de los órganos de administración o gerencia.  
 
Sección VIII  
Del informe de gestión anual y de la responsabilidad por la calidad de la información financiera contenida en el mismo  
 
Artículo 39. 
Los administradores o los gerentes deberán, al cierre de cada ejercicio, preparar los estados financieros de la sociedad y el informe de gestión anual para el 
ejercicio transcurrido.  
Párrafo.- 
Sin que esta enunciación sea limitativa, este informe de gestión anual deberá contener lo siguiente: los estados financieros auditados de la sociedad, la 
descripción general del negocio, los factores de riesgo que afectan al negocio, los detalles de las localidades en las que opera la sociedad, los procesos legales 
en curso, un análisis de la situación financiera y resultados de las operaciones; además, los motivos y las justificaciones de cambios contables y la cuantificación 
de los mismos, así como los motivos y las justificaciones para el cambio de auditores, la descripción de las inversiones realizadas y la forma en que se hicieron 
los aportes, y en el caso de inversiones en sociedades subordinadas, sean éstas filiales o subsidiarias, así como en sociedades asociadas, incluir los estados 
financieros auditados de las mismas, con una descripción de sus operaciones especialmente las relacionadas con la sociedad. También deberán constar  en 
dicho reporte de manera detallada, todas las transacciones entre partes vinculadas enunciadas en los Artículos 222 y 223. Igualmente deberá indicar los nombres 
de los miembros del consejo de administración y los funcionarios principales de la sociedad, la descripción de los eventos subsecuentes ocurridos entre la fecha 
de cierre del ejercicio y la fecha de preparación del informe de gestión que pudiesen afectar significativamente la situación financiera de la sociedad, los 
resultados de las operaciones, los cambios en el patrimonio y en los flujos de efectivo.  
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Ley 03-02, sobre Registro Mercantil. 
 
LEY DE REGISTRO MERCANTIL CAPITULO I. ÁMBITO DE APLICACIÓN, INSTITUCIÓN Y FUNCIONES  
ARTICULO 1.- El Registro Mercantil es el sistema conformado por la matrícula, renovación e inscripción de los libros, actos y documentos  
relacionados con las actividades industriales, comerciales y de servicios, que realizan las personas físicas o morales que se dedican de manera habitual al 
comercio de las cuales son depositarías y dan fe pública las Cámaras de Comercio y Producción facultadas por la presente ley. 
 
ARTICULO 3.- El Registro Mercantil estará a cargo de las Cámaras de Comercio y Producción, bajo la supervisión de la Secretaría de Estado  
de Industria y Comercio.  
 
CAPITULO II PROCEDIMIENTO DEL REGISTRO MERCANTIL  
ARTICULO 5.- La solicitud de Registro Mercantil será presentada dentro del mes en que se inicien las actividades de comercio o el establecimiento de negocios 
fue abierto, si se tratase de personas naturales o sociedades de hecho. En el caso de sociedades comerciales, la solicitud de Registro Mercantil se formulara 
dentro del mes siguiente a la fecha de la celebración de la asamblea o junta general constitutiva, y a la misma deberán anexarse un original y copias de los 
documentos relativos a la constitución 
  
ARTICULO 9.- Toda inscripción en el Registro Mercantil se probará con el Certificado de Registro expedido por la respectiva Cámara de  
Comercio y Producción.  
 
ARTICULO 10.- La solicitud de Registro Mercantil indicará:  
 
b) En caso de una sociedad comercial, la razón social de ésta, su dirección y actividad (es) a la (s) que se dedica, los datos generales del  
(los) accionista (s) mayoritario (s) y de los de sus administradores; monto de las inversiones en la actividad empresarial, instituciones  
crediticias con las que ha realizado o piensa realizar operaciones y referencias de dos (2) establecimientos inscritos.  
 
CAPITULO III. ACTUALIZACIÓN DEL REGISTRO MERCANTIL  
ARTICULO 12.- Cada dos (2) años, contados a partir de la fecha de la matrícula inicial, toda persona física o jurídica sujeta al Registro  
Mercantil deberá renovar su matrícula por ante la correspondiente Cámara de Comercio y Producción.  
 
CAPITULO V. DE LAS FALTAS Y SUS SANCIONES  
ARTICULO 23.- La persona o sociedad comercial que ejerza profesionalmente el comercio, transcurrido el plazo de un (1) mes, sin  
estar inscrita en el Registro Mercantil, será pasible de multa de hasta tres (3) salarios mínimos. En caso de que, de manera voluntaria, la  
persona o sociedad comercial en falta presente la información del retraso y la solicitud del registro, dicha sanción no será aplicable.  
 
ARTICULO 25.- La falta de la obligación de suministrar información relativa a los cambios en el negocio será sancionada con el cincuenta  
por ciento (50%) del monto correspondiente al salario mínimo vigente a la fecha.  
 
CAPITULO VI. DISPOSICIONES GENERALES  
ARTICULO 26.- Las personas físicas y jurídicas obligadas a obtener un Registro Mercantil en virtud de la presente ley disponen de un plazo  
improrrogable de un (1) año, contado a partir de su promulgación, para adaptar y presentar su solicitud ante la Cámara de Comercio y  
Producción de su jurisdicción.  
 
ARTICULO 27.- Las compañías por acciones o sociedades anónimas estarán exentas de los requisitos del Artículo 42 del Código de Comercio.  
ARTICULO 30.- La presente ley deroga y sustituye las siguientes disposiciones:  
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Ley No. 5260, sobre Establecimiento de Empresas Industriales y Comerciales, Registro Mercantil e Inscripción Industrial, del 30 de  
noviembre de 1959; y El Artículo 36, Párrafo IV, de la Ley No. 2569, del 4 de diciembre de 1950. Se deroga igualmente, cualquier otra ley, decreto o 
reglamentación que sea contrario a las disposiciones previstas en esta ley.  

Ley No. 488-08 y decreto sobre el Régimen Regulatorio para el Desarrollo y Competitividad de las Micro, Pequeña y Mediana Empresas 
 (artículo No. 1 en su párrafo II y en el artículo No. 2 en el párrafo II. 

Ley No. 488-08, que establece un Régimen Regulatorio para el Desarrollo y Competitividad de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPYMES). Publicada 
en G. O. No. 10502, del 30 de diciembre de 2008. EL CONGRESO NACIONAL En Nombre de la República  
 
CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES  
Artículo 1.- 
Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto general, crear un marco regulatorio y un organismo rector para promover el desarrollo social y económico 
nacional a través del fortalecimiento competitivo de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPYMES) del país; contribuir por su intermedio a la creación de 
nuevos empleos productivos; y mejorar la distribución del ingreso, mediante la actualización de la base  
institucional vigente de las mismas, y la instauración de nuevos instrumentos que promuevan y faciliten su desarrollo integral y su participación eficiente en la 
estructura productiva de la nación.  
 
Párrafo I.- 
No serán consideradas MIPYMES a los efectos de la presente ley, las empresas que, reuniendo los requerimientos cuantitativos establecidos para la definición 
de las mismas, estén vinculadas o controladas por empresas o grupos económicos nacionales o extranjeros que no reúnan tales requerimientos.  
 
Párrafo II.- 
Los beneficios vigentes para las MIPYMES serán extensivos a las formas de asociaciones conformadas exclusivamente por ellas, tales como confederaciones, 
federaciones, asociaciones, cooperativas, y cualquier otra modalidad de asociación lícita creada para garantizar su crecimiento y desarrollo.  
 
Objetivos Específicos:  
a) Promover el desarrollo integral de las micro, pequeñas y medianas empresas dominicanas, por sus características de agentes de desarrollo y por sus 

capacidades de generar empleo productivo, de contribuir a la generación de riquezas, de posibilitar la estabilidad social de la nación y de reducir la pobreza;  
b) Promover la formación de mercados altamente competitivos mediante el fomento a la creación y desarrollo de una cada vez mayor cantidad de micro, 

pequeñas y medianas empresas (MIPYMES);  
c) Inducir el establecimiento de un entorno institucional favorable para la creación y desempeño productivo de las micro, pequeñas y medianas empresas 

dominicanas;  
d) Fomentar una más efectiva y favorable dotación de factores a nivel nacional e internacional (materias primas, insumos, bienes de capital y equipos), para las 

micro, pequeñas y medianas empresas, mediante el establecimiento de políticas claras y transparentes que permitan la formación de capital humano, la 
asistencia para el desarrollo tecnológico y el acceso a los mercados financieros;  

e) Promover la definición, implementación y evaluación de políticas públicas y privadas destinadas al establecimiento de un marco institucional público, favorable 
al desarrollo de las MIPYMES dominicanas;  

f) Establecer mecanismos interinstitucionales de acción gubernamental que posibiliten la ejecución, seguimiento y evaluación de los planes, programas y 
proyectos contemplados en la presente ley;  

g) Impulsar el desarrollo de las organizaciones empresariales, en la generación de esquemas de asociatividad empresarial y en alianzas estratégicas entre las 
entidades públicas y privadas de apoyo a las micro, pequeñas y medianas empresas;  

h) Apoyar a los micro, pequeños y medianos productores asentados en áreas de economía campesina, estimulando la creación y fortalecimiento de MIPYMES 
rurales;  

i) Asegurar la eficacia del derecho a la libre y leal competencia para las MIPYMES;  
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j) Crear las bases de un sistema de incentivos a la capitalización de las micro, pequeñas y medianas empresas;  
k) La creación y puesta en marcha mediante ley del órgano institucional de apoyo a las MIPYMES, la definición del ente rector, sus funciones y la relación 

sistémica de dicho ente con las instituciones gubernamentales que tengan programas para las mismas;  
l) Promover la incorporación eficiente de las unidades económicas informales al sector formal de la economía;  
m) Facilitar el acceso de las MIPYMES, a los mercados nacionales e internacionales de bienes y servicios;  
n) Promover políticas que impulsen la creación de instrumentos financieros que faciliten el acceso al crédito, a la capacitación y a la asistencia técnica y otras 

formas de desarrollo empresarial de las MIPYMES;  
o) Clasificar las micro, pequeñas y medianas empresas a fin de que las políticas de apoyo estén orientadas a los segmentos más vulnerables del empresariado.  
 
ARTÍCULO 2. 
Definiciones. Para todos los efectos, se entiende por micro, pequeña y mediana empresa, toda unidad de explotación económica, realizada por persona natural o 
jurídica, en actividades empresariales, agropecuarias, industriales, comerciales o de servicio rural o urbano, que responda a los siguientes parámetros:  
 
1. Microempresa 
: Unidad económica, formal o informal, que tenga un número  
de 1 a 15 trabajadores y un activo de hasta RD$3,000,000.00 (tres millones de pesos) y que genere ingresos brutos o facturación anual hasta la suma de 
RD$6,000,000.00 (seis millones de pesos). Indexado anualmente por la inflación.  
2. Pequeña Empresa 
: Unidad económica, formal o informal, que tenga un número de 16 a 60 trabajadores y un activo de RD$3,000,000.01 (tres millones un centavo) a 
RD$12,000,000.00 (doce millones de pesos) y que genere ingresos brutos o facturación anual de RD$6,000,000.01 (seis millones un centavo) a 
RD$40,000,000.00 (cuarenta millones de pesos). Indexado anualmente por la inflación.  
 
3. Mediana Empresa 
: Unidad económica, formal o informal, que tenga un número de 61 a 200 trabajadores y un activo de RD$12,000,000.01 (doce millones un  
centavo) a RD$40,000,000.00 (cuarenta millones de pesos) y que genere ingresos brutos o facturación anual de RD$40,000,000.01 (cuarenta millones un 
centavo) a RD$150,000,000.00 (ciento cincuenta millones de pesos). Indexado anualmente por la inflación. 
  
Párrafo I. 
La clasificación de las empresas, establecida en este artículo, puede actualizarse o readecuarse de la forma establecida en el reglamento que esta ley autoriza a 
crear.  
 
Párrafo II. 
Todas las MIPYMES que quieran aprovechar los beneficios de la presente ley, deben cumplir los siguientes requisitos:  
a) El cumplimiento de obligaciones tributarias.  
b) El cumplimiento de formalización (de hecho o derecho).  
c) Cumplimiento de obligaciones laborales. 
  
Artículo 3. 
De la Naturaleza, Administración, Control y Aplicación de la presente ley. La presente ley crea con autonomía administrativa y financiera, adscrito a la Secretaría 
de Estado de Industria y Comercio, el Consejo Nacional de Promoción y apoyo a la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (Consejo Nacional PROMIPYMES), 
como organismo responsable de la administración, control y aplicación de esta ley en todo el territorio nacional.  
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Artículo 4.- 
Integración. El Consejo Nacional PROMIPYMES está integrado por:  
1. El Secretario o Secretaria de Estado de Industria y Comercio, quien lo presidirá;  
2. El o la Directora General de PROMIPYMES, como Secretario.  
3. El o la Directora General de PROINDUSTRIA;  
4. El o la Directora General del Consejo Nacional de Competitividad (CNC);  
5. El o la Administradora General del Banco de Reservas;  
6. El o la Presidenta de la Confederación Dominicana de la Pequeña y Mediana Empresa, Inc. (CODOPYME); 
7. Un o una representante de las cooperativas empresariales que oferten servicios financieros a las MIPYMES, presentado por las confederaciones, consejos y 
federaciones de asociaciones empresariales que agrupan cooperativas;  
8. Un o una representante de las organizaciones representativas del sector industrial de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa presentado por las 
Confederaciones, Consejos y Federaciones de asociaciones empresariales que agrupan industrias de las MIPYMES.  
9. Uno (a) representante de las organizaciones representativas del sector comercio detallista de la micro, pequeña y mediana empresa presentado por 
confederaciones, consejos y federaciones de asociaciones empresariales que agrupan al sector del comercio detallista de las MIPYMES.  
10. Un representante de Instituto Nacional Técnico Profesional (INFOTEP).  
 
Artículo 7.- 
Se crea un Comité Consultivo Nacional, con equilibrada representación provincial, como órgano asesor del Consejo Nacional PROMIPYMES, con las funciones 
de velar por el buen funcionamiento y adecuada administración de los recursos de dicho Consejo, y al mismo tiempo contribuir con la definición de políticas 
públicas y acciones que propendan al desarrollo de las MIPYMES. 
 Párrafo II.- 
El Consejo Nacional PROMIPYMES podrá contratar préstamos y asumir deudas, siempre que las mismas sean aprobadas por su Consejo Directivo, y que 
respondan a planes de expansión con enfoque de sostenibilidad, o por la implementación de proyectos novedosos y competitivos caracterizados por la 
generación de divisas y la creación de empleo productivo.  
 
Párrafo IV.- 
De los recursos provenientes de las fuentes indicadas en este artículo, será destinado un treinta 30% del total para crear y fortalecer un Fondo de Garantía 
Crediticia, destinado a garantizar servicios financieros a las MIPYMES que demuestren deficiencias en la obtención y utilización de instrumentos de garantía, 
frente a otras entidades financieras del mercado nacional, siempre que aseguren rentabilidad, tasas de retorno adecuadas, y propicien un mayor acceso de las 
MIPYMES a recursos del mercado local. 
  
Artículo 13.- 
Del Acceso a Financiamiento. Se crea el Fondo para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (FOMIPYMES), el mismo tiene el objetivo de promover el 
financiamiento a las micro, pequeñas y medianas empresas, cuidadosamente seleccionadas, a través de la evaluación de los niveles potenciales de rentabilidad y 
viabilidad de los proyectos a emprender.  
 
Párrafo I.- 
La intermediación financiera de los recursos del FOMIPYMES se hace a través de las cooperativas de ahorros y créditos, bancos comerciales y otras entidades 
financieras avaladas por la Ley Monetaria y Financiera de la República Dominicana.  
Párrafo II.- 
El FOMIPYMES, para los efectos de los servicios financieros, funcionará como una entidad de primer y segundo piso, ejerciendo principalmente, el papel de 
promotor de las actividades de crédito que beneficien directamente a las MIPYMES, así como impulsor del mercado de servicios crediticios para este sector.  
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Párrafo III.-  
De los fondos asignados al FOMIPYMES por el Consejo Nacional PROMIPYMES, de los recursos de los Ingresos Fiscales de la Nación y otras fuentes, el 
FOMIPYMES destinará hasta un 90% a operaciones crediticias de primer piso, en tanto destinará un máximo de un 10% a operaciones crediticias de segundo 
piso, aplicándose una intermediación no mayor de seis (6) puntos. Las operaciones de segundo piso se realizarán conforme a la dinámica del mercado de 
servicios financieros del país. Tanto las operaciones de primer piso como de segundo piso serán normadas por un reglamento interno que se elaborará para tales 
fines.  
 
Párrafo IV.- 
El FOMIPYMES también podrá constituirse en promotor del establecimiento de un Sistema de Garantías Recíprocas y Fondos de Garantías, como forma de 
facilitar el acceso al crédito de una mayor cantidad de micro, pequeñas y medianas empresas.  
 
Párrafo V.- 
El Fondo también podrá utilizarse, en un determinado porcentaje (el cual deberá ser determinado y aprobado por el Consejo Nacional PROMIPYMES), para el 
financiamiento de proyectos empresariales con altos indicadores de rentabilidad proyectados, a través de la modalidad denominada como capital de riesgo 
(Venture Capital) o capital semilla.  
 
Párrafo VI.- 
En los casos en que se presenten propuestas de negocios rentables, el FOMIPYMES podría también financiar programas de incubación de empresas, clusters, 
grupos de eficiencia colectiva y otras modalidades, sobre todo cuando se trate de proyectos tecnológicos o industriales con elevada potencialidad para la creación 
de empleos y/o divisas.  
 
 
Artículo 14.- 
Financiamiento del FOMIPYMES. Este Fondo se financiará con las asignaciones de PROMIPYMES provenientes de las recaudaciones fiscales de la nación y 
establecidas en el Presupuesto de Ingresos y Ley de Gastos Públicos.  
 
Párrafo I.- 
El Fondo de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (FOMIPYMES) se financiará con aportes del Gobierno Central, donaciones, préstamos, y otros ingresos 
provenientes de la prestación de servicios financieros y no financieros de la institución. Con estos fines, el Poder Ejecutivo consignará en el Presupuesto Anual de 
la Secretaría de Estado de Industria y Comercio, que nunca podrá ser menor al 0.4% de las recaudaciones fiscales de la nación, contempladas en el Presupuesto 
de Ingresos y Ley General de Gastos Públicos a partir del año 2009.  
 
Párrafo II.- 
Los recursos provenientes de las fuentes indicadas anteriormente, serán destinados exclusivamente a los fines siguientes:  
 
a)Un doce por ciento (12%) del total para cubrir los gastos administrativos del Consejo Nacional de las MIPYMES (PROMIPYMES); un seis por ciento (6%) para 

actividades educativas y de entrenamiento a los propietarios y gerentes de las MIPYMES; un dos por ciento (2%) para 
CODOPYME destinado a apoyar sus programas de educación, investigación y entrenamiento de los gerentes de las MIPYMES, previa presentación por ésta de 

un programa de actividades al Consejo Nacional y sujeta a la formulación y entrega semestral de un informe de ejecución;  
b) Un cincuenta por ciento (50%) del total para fortalecer el Fondo para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (FOMIPYMES), creado por el Poder Ejecutivo 

mediante el Decreto No.238-97, y ratificado mediante la presente ley, con la finalidad de otorgar financiamientos de corto, mediano y largo plazo a las 
MIPYMES dominicanas, de acuerdo y bajo los términos definidos en los reglamentos y la política crediticia diseñada por el Consejo Nacional para estos 
propósitos; y,  

c) Un treinta por ciento (30%) del total para crear y fortalecer un Fondo de Garantía Crediticia, destinado a garantizar servicios financieros a las MIPYMES que 
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demuestren deficiencias en la obtención y utilización de instrumentos de garantía, frente a otras entidades financieras del mercado nacional, siempre que 
aseguren rentabilidad, tasas de retorno adecuadas, y propicien un mayor acceso de las MIPYMES a recursos del mercado local. 

 
Artículo 15.- 
De la Administración del FOMIPYMES. El Fondo será administrado por el Consejo Nacional PROMIPYMES.  
 
Artículo 16.- 
Democratización del Crédito. El Gobierno dominicano, a través del Consejo Nacional PROMIPYMES, tendrá las funciones de formular políticas de 
democratización del crédito y financiamiento para el establecimiento de nuevas empresas, promover la competencia entre los intermediarios financieros, 
determinar la presencia de fallas de mercado que obstaculicen el acceso de estas empresas al mercado financiero institucional y adoptar los correctivos 
pertinentes, dentro del marco de sus competencias.  
 
Artículo 17.- 
Del Acceso a los Servicios No Financieros para el Desarrollo Empresarial. El Consejo Nacional PROMIPYMES promoverá, en todo el territorio nacional, acciones 
de capacitación, asistencia técnica y consultorías que contribuyan al desarrollo empresarial de las micro, pequeñas y medianas empresas dominicanas.  
 
Párrafo I.- 
Para los fines de promover la capacitación empresarial, la asistencia técnica y las consultorías especializadas, el PROMIPYMES destinará no menos del cinco 
por ciento (5%) de los fondos destinados al financiamiento de las MIPYMES, para financiar nuevas propuestas de desarrollo empresarial dirigidas a la creación de 
empresas y formación de emprendedores, toda vez que dichos programas y proyectos evidencien que tienen un retorno social y económico adecuado.  
Párrafo II.- 
Las propuestas de desarrollo empresarial, deberán provenir de los propios empresarios y/o de las organizaciones que lo representan. No obstante, la forma y el 
mecanismo de implementación de este proceso, serán definidos en un Reglamento de Fomento al Desarrollo Empresarial que elaborará la Dirección General y 
aprobará el Consejo Nacional.  
Párrafo III.- 
El Consejo Nacional PROMIPYMES, para los fines de promover el desarrollo empresarial de las micro, pequeñas y medianas empresas, podrá establecer 
acuerdos de colaboración específicos, tanto con instituciones locales, públicas y privadas, así como con organismos internacionales y gobiernos extranjeros.  
Párrafo IV.- 
El FOMIPYMES fungirá como cofinanciador de las actividades de gestión y desarrollo empresarial, dirigidas a mejorar el desenvolvimiento productivo de las 
micro, pequeñas y medianas empresas dominicanas. Adicionalmente, mediante el FOMIPYMES se podrán financiar programas y proyectos de creación de 
empresas y formación de emprendedores, toda vez que dichos programas y proyectos evidencien que tienen un retorno social económico adecuado.  
 
Artículo 18.- 
De las Políticas de Promoción y Apoyo a las MIPYMES. El Consejo Nacional PROMIPYMES, en coordinación con la Oficina Nacional de Planificación 
(ONAPLAN) y con las entidades públicas que definen políticas y acciones para el desarrollo productivo nacional, identificará y priorizará aquellos sectores 
productivos que tengan un alto potencial de generación de divisas, creación de empleo y generación de riquezas. 
  
Artículo 19.- 
De la Ventanilla Única para las MIPYMES. Con el propósito de reducir los trámites ante el Estado, el Consejo Nacional PROMIPYMES promoverá Ventanillas 
Únicas en coordinación con entidades como: Secretaría de Estado de Industria y Comercio, la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social 
(SESPAS), la Secretaría de Estado de Trabajo (SET), la Oficina Nacional de Propiedad Industrial (ONAPI), la  
Federación de Cámaras de Comercio y Producción (FEDOCÁMARAS), el Instituto Nacional de Formación Técnico-Profesional (INFOTEP), el Centro de 
Exportación e Inversión (CEI-RD), el Consejo Nacional de la Seguridad Social (CNSS), Proindustria, Centro de Desarrollo y Competitividad Industrial, el Consejo 
Nacional de Competitividad (CNC) y la Dirección General de Impuestos Internos (DGII), y otras instituciones públicas o privadas que brinden servicios 
empresariales. Se ofrecerá toda la información y servicios  
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empresariales, entre ellos:  
a) Asuntos de las relaciones laborales entre las empresas y los trabajadores;  
b) Registro de Nombres Comerciales;  
c) Registro de Marca de Fábrica;  
d) Registro Mercantil;  
e) Formalización legal de Micro, Pequeñas y Medianas Empresas;  
f) Pago de la Ley 116;  
g) Promoción de Exportaciones e Inversión;  
h) Pagos a la Seguridad Social por Riesgos Laborales, Pensiones y Servicios de Salud;  
i) Creación e Incubación de Pequeñas Empresas;  
j) Creación y Desarrollo de Clusters;  
k) Pago de Impuestos y Tasas;  
l) Registro Industrial;  
m) Registro Sanitario.  
 
Párrafo.- 
Este mecanismo podría fortalecerse con la identificación e incorporación de nuevas fuentes de información y de procedimientos. Esto se hará sin perjuicio sobre 
los trámites, gestiones y obligaciones previstas en las disposiciones sobre materias tributarias, arancelarias y sanitarias. Para los fines de información, se podrían 
instrumentar medios y mecanismos informáticos tales como: Internet, correo electrónico o cualquier otro medio similar.  
 
Artículo 20.- 
El Consejo Nacional de las MIPYMES, en coordinación con el Centro de Exportación e Inversiones, y la Secretaría de Estado de Planificación, Economía y 
Desarrollo, formulará y establecerá programas y políticas de Comercio Exterior, que contribuyan al desarrollo de la cultura de exportación de los empresarios del 
sector, así como a la generación de empleos productivos y divisas para el país.  
Artículo 21.- 
Concurrencia de las MIPYMES a los Mercados de Bienes y Servicios y de Factores que crea el Funcionamiento del Estado. Con la finalidad de promover la 
participación de las MIPYMES en los mercados de bienes y servicios que resulta de la operación del Estado como agente económico, el Consejo Nacional 
PROMIPYMES deberá:  
 
1. Promover y apoyar la participación de las MIPYMES en las licitaciones que emanen de la administración pública, proponiendo la preferencia de las ofertas 

nacionales, bajo las normas de contratación administrativa que se establezcan, acorde con los estándares de calidad exigidos en el mercado;  
2. Promover, conforme a las necesidades y demandas de las instituciones estatales, la participación de micro, pequeñas y medianas empresas como 

proveedoras de los bienes y servicios que aquéllas demanden;  
3. Procurar el establecimiento de procesos y procedimientos que faciliten a las micro, pequeñas y medianas empresas, el cumplimento de los requisitos y trámites 

relativos a pedidos, recepción de bienes o servicios, condiciones de pago y acceso a la información, por medios idóneos, sobre los programas de inversión y de 
gastos de las instituciones estatales;  

4. Las entidades públicas, a nivel nacional, provincial o municipal, preferirán, en condiciones de igual precio, calidad y capacidad de suministro y servicio, a las 
MIPYMES del país.  

 
Párrafo.- 
Para los fines del cumplimiento del Artículo 20 de la presente ley, se deberá corresponder con la Ley de Compras Gubernamentales.  
 
Artículo 22.- 
Del Registro Empresarial. PROMIPYMES deberá actualizar el Registro Mercantil de las MIPYMES en colaboración con las cámaras de comercio, quienes 
deberán prestar toda la cooperación posible para que esto se efectúe, y en el caso de las MIPYMES informales, establecerá un registro oficial para identificar los 
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sujetos beneficiados de esta ley y elevar información que sirva de base para las estadísticas de los sectores productivos del país. Este último registro será 
gratuito y de efecto inmediato.  
 
Artículo 23.- 
De la Seguridad Social. PROMIPYMES, en coordinación con el Consejo Nacional de la Seguridad Social, buscará la incorporación masiva del sector MIPYMES 
en el sistema de seguridad social, guardando la relación de las pequeñas y micro empresas en el régimen que corresponda y estableciendo mecanismos idóneos 
y adecuados a las posibilidades de las micro y pequeñas empresas, y que sean financieramente sostenibles.  
 
Artículo 25.- 
Compras de Bienes y Servicios. Las instituciones estatales, al momento de realizar las compras de bienes y servicios, deben de efectuar el quince por ciento 
(15%) de las mismas a las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES), siempre que los bienes y servicios demandados por dichas instituciones sean 
ofertados por las MIPYMES.  
 
Artículo 26.- 
MIPYMES dirigido por Mujeres. En caso de que las micro, pequeñas y medianas empresas sean dirigidas por mujeres, que tengan una participación accionaría o 
del capital social superior al 50%, las instituciones estatales, al momento de realizar las compras de bienes y servicios, deben efectuar el 20% de las mismas a 
éstas MIPYMES, siempre que los bienes y servicios demandados por dichas instituciones sean ofertados por las MIPYMES.  
 
Artículo 27.- 
De Mecanismos y Servicios Financieros. Con el propósito de ampliar la oferta disponible de servicios financieros en el mercado local, el PROMIPYMES, a través 
de las entidades públicas competentes, las instituciones bancarias, financieras o de seguros y las organizaciones no gubernamentales, promoverá y facilitará el 
desarrollo de instrumentos, programas y proyectos financieros modernos ajustados a la realidad del  
sector MIPYMES.  
 
Artículo 28.- 
Política tributaria. El PROMIPYMES, en coordinación con las autoridades tributarias y legislativas coordinará el establecimiento de un marco impositivo adecuado 
a las MIPYMES, especialmente los nuevos negocios, los que pasan por procesos de incubación y los que sean capaces de generar en un corto y mediano plazo 
nuevos empleos y generación de divisas. Se gestionará el diseño e implementación de un régimen simplificado de pago que reduzca las dificultades y costos que 
enfrentan las MIPYMES para pagar impuestos. Además se diseñarán mecanismos para fomentar la formalización de MIPYMES informales.  
 
Artículo 29.- 
Promoción de las MIPYMES. Las entidades públicas, a nivel nacional y local, promoverán e incentivarán la organización y participación de los micro, pequeños y 
medianos empresarios en ferias y exposiciones, y promoverá la realización de actividades similares, a fin de facilitar el acceso de los empresarios a los diferentes 
mercados de bienes y servicios. 
  
Artículo 30.- 
Políticas y Programas de Comercio Exterior. El Consejo Nacional PROMIPYMES, conjuntamente con el Centro de Exportación e Inversión (CEI-RD), establecerá 
un Programa Nacional permanente de desarrollo de exportadores, a fin de fomentar el espíritu exportador de los empresarios, al tiempo que se eleva la 
capacidad de generación de divisas del país.  
 
Artículo 31.- 
Eliminación de Prácticas Restrictivas. Tanto la Secretaría de Estado de Industria y Comercio, como el Centro de Exportación e Inversión (CEI-RD), establecerán 
los mecanismos que resulten necesarios, con la finalidad de eliminar las barreras de acceso a los mercados y a los canales de comercialización, local e 
internacional, para las MIPYMES.  
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Artículo 32.- 
Sistemas de Información Gubernamental de Apoyo a las MIPYMES. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las instituciones gubernamentales que 
ejecuten programas y proyectos dirigidos a las MIPYMES, deberán coordinar con el Consejo Nacional PROMIPYMES para fines de integrar una oferta global por 
parte del Estado, bajo un sistema de información ágil, dinámica y flexible.  
 
Artículo 34.- 
Agrupaciones Empresariales y Apoyo a la Asociatividad Cooperativa. El Consejo Nacional de las MIPYMES (PROMIPYMES), en coordinación con 
PROINDUSTRIA, el Instituto de Investigación y Biotecnología Industrial (IIBI), la Secretaría de Estado de Educación Superior, Ciencia y Tecnología (SEESCYT), 
el Instituto Tecnológico de las Américas (ITLA), la Dirección General de Normas y Sistemas de Calidad (DIGENOR), y con otras instituciones que sea pertinente, 
propugnará por el establecimiento de parques industriales, centros tecnológicos, centros de investigación, incubadoras de empresas, centros de desarrollo 
productivo, organismos de certificación, toda vez que estas iniciativas promuevan la asociatividad competitiva y mejoren el clima de negocios y de inversión de las 
micros, pequeñas y medianas empresas dominicanas. 
  
Artículo 35.- 
Acceso a Programas de Educación Técnica y Formación Empresarial. El Consejo Nacional PROMIPYMES, en coordinación con el Instituto Nacional de 
Formación Técnico Profesional (INFOTEP), ejecutará un Programa Nacional de Formación Empresarial, con un enfoque de desarrollo local y con sentido de 
género.  
Párrafo.- Programas educativos para la creación de empresas, para la formación de emprendedores y para la formación empresarial, que sean ejecutados por el 
sector privado, podrán ser cofinanciados por el Consejo Nacional PROMIPYMES, previo estudio y valoración de resultados esperados.  
 
Artículo 36.- 
Desarrollo e Innovación Tecnológica en las MIPYMES. El Consejo Nacional PROMIPYMES establecerá un Programa Permanente de Desarrollo e Innovación 
Tecnológica de las MIPYMES, para lo cual establecerá acuerdos con el Instituto de Investigación y Biotecnología Industrial (IIBI), Dirección General de Normas y 
Sistemas de Calidad (DIGENOR), con la Secretaría de Estado de Educación Superior, Ciencia y Tecnología (SEESCYT) y con el Instituto Tecnológico de Las 
Américas (ITLA), entre otras instituciones.  
Artículo 40.-  
Derogaciones. Se deroga cualquier ley, decreto o resolución que sea contraria a la presente ley.  
 

Decretos Nos. 543-12, 164-13 y de los requisitos exigidos para la Certificación del MIC, y para su inscripción en el RPE.  
TITULO I 
DEL SISTEMA DE CONTRATACIONES Y SUS NORMAS COMUNES. CAPITULO I. DEL SISTEMA Y SU ÁMBITO 
ARTÍCULO 1.- Las disposiciones del presente Reglamento tienen por objeto regular la aplicación de la Ley núm. 340-06, sobre Compras y Contrataciones de 
Bienes, Servicios, Obras y Concesiones, del 18 de agosto de 2006, modificada por la Ley núm.449-06, del 6 de diciembre de 2006. 
 
ARTÍCULO 2.- El presente Reglamento regirá para las compras y contrataciones de bienes, servicios, obras, consultorías, alquileres con opción de compra y 
arrendamientos que realicen los entes y órganos del sector público que integran los agregados institucionales incluidos en el Artículo 2 de la Ley núm. 340-06, 
modificada por la Ley núm. 449-06. 
 
CAPÍTULO II. NORMAS GENERALES COMUNES A TODOS LOS ORGANISMOS COMPRENDIDOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES CASOS DE 
EXCEPCIÓN 
ARTÍCULO 3.- Serán considerados casos de excepción y no una violación a la ley, las (situaciones) que se detallan a continuación, siempre y cuando se realicen 
de conformidad con los procedimientos que se establecen en e¡ presente Reglamento: 
 
9. Las compras y contrataciones destinadas a promover el desarrollo de las micros, pequeñas y medianas empresas. Son aquellos procesos que deberán realizar 
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las instituciones estatales destinadas al desarrollo de las M1PYMES, según lo dispuesto en la Ley No. 488-08, que establece un régimen regulatorio para el 
desarrollo y competividad de las micros, pequeñas y medianas empresas, las cuales deberán realizarse según lo que establezca el presente Reglamento. 
 
ARTÍCULO 5.- De las micros, pequeñas y medianas empresas. La Entidad Contratante al momento de hacer su formulación presupuestaria deberá reservar el 
20% que otorga la Ley núrn. 488-08, sobre el Desarrollo y Competitividad de las MIPYMES, en las partidas designadas para las compras y contrataciones de la 
institución, a fin de que los procedimientos de selección se destinen exclusivamente a las MIPYMES. Los 
procesos que se seleccionen para el efecto, serán aquellos en que se identifique la posibilidad de que los bienes y servicios puedan ser ofertados por MÍPYMES. 
PÁRRAFO: Además de la reserva del 20%, se establece la posibilidad de presentar ofertas parciales en el 80% restante, para ampliar sus oportunidades de 
participación y competencia. 
 
ARTÍCULO 6.- Además de la difusión y publicidad en el portal administrado por el Órgano Rector y del portal institucional, la máxima autoridad ejecutiva de la 
Entidad Contratante, deberá remitir al Consejo Nacional cié Promoción y Apoyo a las Micros, Pequeñas y Medianas Empresas (Consejo Nacional de 
PROMIPYMES), su Plan Anual de Compras y Contrataciones, para que en su calidad de Órgano Rector, cree y 
promueva los mecanismos de difusión y divulgación que permitan a las MIPYMES identificar las oportunidades de negocios con el Estado y la preparación a 
tiempo de sus ofertas. 
 
ARTÍCULO 7.- En la convocatoria, la Entidad Contratante señalará que la misma se hace a favor de las MIPYMES y solicitará expresiones de interés en 
presentar oferta, las que deberán entregarse en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles. Si efectuada la convocatoria respectiva no se presentan al menos tres 
(3) manifestaciones de interés de las MIPYMES, se procederá a convocar nuevamente a todos los interesados a participar. 
PÁRRAFO: Se establece el derecho de las MIPYMES de participar en los procedimientos de selección a través de consorcios y/o asociaciones. 
ARTÍCULO 8.- Para entender cumplidos los porcentajes a que se refieren los artículos 25 y 26 de la Ley No. 488-08, se tomará en cuenta el valor de los procesos 
convocados como se dispone en el Artículo 7 del presente Reglamento. 
 
 
ARTÍCULO 9.- Las entidades contratantes deberán entregar a las MIPYMES que resulten adjudicatarias de un contrato, un avance inicial correspondiente al 
veinte por ciento (20%) del valor del contrato, para fortalecer su capacidad económica, contra la presentación de la garantía del buen uso del anticipo, establecida 
en el Artículo 113, del presente Reglamento. 
 
ARTÍCULO 10.- En todos los procesos de compras y contrataciones de bienes, servicios y obras, que realicen las entidades contratantes se deberán respetar los 
lincamientos y políticas establecidos por la Dirección General de Contrataciones Públicas para asegurar la participación de las M1PYMES, conforme dispone la 
Ley No.488-08, que establece un régimen regulatorio para el desarrollo y competitividad de las 
micros, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES). 
 
ARTÍCULO 11.- Acreditación condición de MIPYMES. Para recibir los beneficios derivados de su condición, las MIPYMES deberán presentar la certificación que 
otorga el Ministerio de Industria y Comercio, de que la misma satisface las condiciones y requisitos establecidos para ser consideradas MIPYMES. 
 
ARTÍCULO 12.- Publicidad del registro empresarial y del registro de MIPYMES informales. Las entidades contratantes deberán consultar el Registro Empresarial 
y de MIPYMES informales del Ministerio de Industria y Comercio y del Consejo Nacional de Promoción y Apoyo a las Micros, Pequeñas y Medianas Empresas 
(Consejo Nacional de PROMIPYMES) para realizar la convocatoria y/o las invitaciones de lugar.__ 
 
CAPÍTULO III. DEL REGISTRO DE PROVEEDORES DEL ESTADO 
 
ARTÍCULO 13.- El desarrollo, administración y operación del Registro de Proveedores del Estado, está a cargo de la Dirección General de Contrataciones 
Públicas. Las personas naturales o jurídicas interesadas en hacer ofertas de bienes, servicios o ejecución de obras y no se encuentren dentro del régimen de 
prohibiciones para contratar con las entidades públicas del Estado dominicano, deberán estar inscritas 
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en el correspondiente Registro o conjuntamente con la entrega de la oferta técnica deberán presentar copia de la solicitud de inscripción la cual deberá 
formalizarse durante el período de subsanación de oferta técnica. 
PÁRRAFO: Para los procedimientos de sorteos de obras, comparación de precios, subasta inversa y compras menores, los oferentes deberán estar previamente 
inscritos en el Registro de Proveedores del Estado. 
 
ARTÍCULO 14.- El Registro de Proveedores del Estado tendrá como objetivo principal administrar la base de datos de todas las personas físicas o jurídicas que 
estén interesadas en presentar ofertas de bienes, servicios y obras a las entidades contratantes bajo el ámbito de aplicación de la Ley de Compras y 
Contrataciones Públicas. 
 
ARTÍCULO 15.- Los proveedores que deseen inscribirse en el Registro de Proveedores del Estado deberán completar el formulario de solicitud de inscripción, 
adjuntando la documentación requerida de conformidad con ¡as disposiciones de la Dirección General de Contrataciones Públicas. 
PÁRRAFO: El formulario de inscripción deberá indicar la documentación necesaria para los fines de formalizar el registro, siempre respetando el principio de 
razonabilidad. 
 
ARTÍCULO 18.- Clasificación de proveedores. El Registro de Proveedores se clasificará de acuerdo al tipo de actividad, según se indica a continuación: 
a) Proveedor de bienes, clasificado por tipo de bienes ofertados. 
b) Proveedor de servicios, clasificado por tipo de servicios ofertados. 
c) Proveedor de servicios de consultoría, clasificado por tipo de consultoría ofertada. 
d) Contratista de obras, clasificado por tipo de obras. 
ARTÍCULO 19.- Una vez incorporados al Registro, los interesados no estarán obligados a solicitar nuevamente su incorporación, sino que deberán mantener 
actualizados los documentos légales-administrativos al momento de la presentación de su oferta técnica. 
 
CAPITULO V. PROCEDIMIENTOS DE SELECCIÓN 
ARTÍCULO 30.- Los procedimientos de selección a los que se sujetarán las compras y contrataciones son: Licitación Pública Nacional o Internacional, Licitación 
Restringida, Sorteos de Obras, Comparación de Precios, Compras Menores y Subasta Inversa. 
Serán consideradas etapas obligatorias a los procesos de selección: 
a) Planificación. 
b) Preparación. 
c) Convocatoria. 
d) Instrucciones a los oferentes. 
e) Presentación y apertura de ofertas. 
f) Adjudicación. 
g) Perfeccionamiento del contrato. 
h) Gerenciamiento del contrato. 
i) Pago. 
 

ARTÍCULO 31.- De los planes y programas anuales de compras y contrataciones. 
Cada Entidad Contratante aprobará y publicará sus planes y programas de compras y contrataciones que deberá contener: las obras a ejecutarse, los bienes a 
adquirirse y los servicios a contratarse, durante ese año, en función de sus metas institucionales, incluyendo el presupuesto estimado y el cronograma de 
implementación. 
 
ARTÍCULO 32.- Ningún procedimiento de compras o contrataciones podrá ser iniciado si no se dispone de la respectiva apropiación presupuestaria y cuota de 
compromiso, mediante la emisión de la Certificación de Existencia de Fondos, emitida por el Director Administrativo-Financiero o Financiero de la Entidad 
Contratante. 
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PÁRRAFO I: La Entidad Contratante, previamente a la convocatoria, deberá contar con la certificación de existencia de fondos en el sentido de que tiene 
apropiación presupuestaria y que va estar considerada en la programación financiera de la ejecución. En tal certificación se hará constar el número de la partida y 
los recursos disponibles a la fecha de suscripción del documento. 
 
ARTÍCULO 35.- El órgano responsable de la organización, conducción y ejecución del procedimiento de licitación pública nacional o internacional, es el Comité 
de Compras y Contrataciones de la Entidad Contratante. 
 
ARTÍCULO 36.- Las entidades contratantes comprendidas en el ámbito del presente Reglamento estructurarán un Comité de Compras y Contrataciones. Este 
Comité será permanente y estará constituido por cinco miembros: el funcionario de mayor jerarquía de la institución o quien este designe, quien lo presidirá; el 
Director Administrativo Financiero de la entidad o su delegado; el Consultor Jurídico de la entidad, quien de actuará en calidad de asesor legal; el Responsable 
del Área de Planificación y Desarrollo o su equivalente; y el Responsable de la Oficina de Libre Acceso a la Información. 
PÁRRAFO I: Será responsabilidad del Comité de Compras y Contrataciones, la designación de los peritos que elaborarán las especificaciones técnicas del bien a 
adquirir y del servicio u obra a contratar, la aprobación de los Pliegos de Condiciones Específicas, el procedimiento de selección y el dictamen emitido por los 
peritos designados para evaluar las ofertas. 
PÁRRAFO II: En aquellos casos en que dos o más entidades contratantes requieran de la misma prestación podrán realizar compras conjuntas unificando la 
gestión del proceso de contratación, con el fin de realizar una licitación pública, y así obtener mejores condiciones que la que obtendría cada institución 
individualmente. 
PÁRRAFO III: Se encargará de la gestión, aquella unidad operativa cuyo monto a contratar sea el más elevado, o por sorteo, si fuera idéntico. 
PÁRRAFO IV: También podrán realizarse compras conjuntas a través de los mecanismos establecidos por entidades de cooperación. 
 
ARTÍCULO 37.- Consorcios. El Estado podrá contratar con consorcios, entendiéndose por éstos las uniones temporales de empresas que sin constituir una 
nueva persona jurídica se organizan para participar en un procedimiento de contratación. 
 
ARTÍCULO 43.- Del sorteo de obras. Las entidades contratantes deberán invitar a todos los posibles oferentes inscritos en el Registro de Proveedores del 
Estado. 
 
ARTÍCULO 46.- De la comparación de precios. Las entidades contratantes deberán invitar a todos los posibles oferentes inscritos en el Registro de Proveedores 
del Estado que puedan atender el requerimiento. 
 
ARTÍCULO 49.- De las compras menores. El objetivo del procedimiento de compras menores es realizar las compras y contrataciones de bienes y servicios bajo 
un procedimiento simplificado, que permita eficientizar las compras sin vulnerar los principios establecidos en la ley. 
 
ARTÍCULO 53.- De la subasta inversa. Los proveedores de dichos bienes y servicios, pujan hacia la baja del menor precio fijado presentado por los oferentes en 
su oferta inicial en el rango mínimo que para el efecto hayan señalado los pliegos de condiciones. Los lances serán válidos si superan el margen mínimo de 
mejora en relación con el precio de arranque o el último lanci válido ocurrido durante la subasta, según sea e! caso, Si se presenta un lance por debajo del rango 
mínimo de mejora, el mismo será rechazado, sin que ello afecte el último válidamente propuesto. 
 
PÁRRAFO VI: Si en el curso de una subasta electrónica inversa se presentaren fallas técnicas imputables a la Entidad Contratante, que impidan que los 
proponentes envíen sus propuestas o que las mismas se reciban en tiempo real, la subasta será cancelada y deberá reiniciarse el proceso. Si por causas 
imputables al proponente o a su proveedor de servicio de Internet, aquél pierde conexión con la aplicación, no se cancelará la subasta y se entenderá que el 
proveedor desconectado ha desistido de participar en la misma, salvo que logre volver a conectarse antes de la terminación del evento. 
 
PÁRRAFO VIII: La Entidad Contratante deberá contar con al menos una línea telefónica abierta de disponibilidad exclusiva para el certamen que prestará auxilio 
técnico a lo largo de la subasta para informar a los proponentes sobre aspectos relacionados con el curso de la misma. 
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ARTÍCULO 59.- Del Fraccionamiento. Se presumirá que existe fraccionamiento, del que serán responsables los funcionarios que hubieran autorizado y aprobado 
los respectivos procedimientos de selección, cuando en un lapso menor de tres (3) meses, contados a partir del primer día de la convocatoria, se realice otra 
convocatoria para la compra o contratación de bienes, servicios u obras pertenecientes al mismo rubro comercial. 
 
PÁRRAFO I: Cuando se evidencien compras o contrataciones fraccionadas para eludir un procedimiento de selección de mayor cuantía por parte de la Entidad 
Contratante, los funcionarios que hubieren autorizado y aprobado los respectivos procedimientos de selección, serán pasibles de las sanciones previstas en el 
régimen de sanciones de la Ley de Compras y Contrataciones Públicas, sin perjuicio de las sanciones penales de las que puedan ser objeto. 
 
PÁRRAFO II: No se considerará fraccionamiento la adjudicación de las compras o contrataciones por etapas, tramos o lotes posibles en función a la naturaleza 
del objeto de la contratación o para propiciar la participación de las micros, pequeñas y medianas empresas. 
. 
 
ARTÍCULO 61.- Publicidad y plazos. La convocatoria a presentar ofertas en las licitaciones públicas deberá publicarse en el Portal Administrado por el Órgano 
Rector y en el portal institucional, así como también en un mínimo de dos (2) diarios de circulación nacional por el término de dos (2) días consecutivos, con un 
mínimo de treinta (30) días hábiles de anticipación a la fecha fijada para la recepción y apertura de ofertas técnicas, computados a partir del día siguiente a la 
última publicación.  
 
ARTÍCULO 62.- En los procedimientos de licitación pública internacional deberá disponerse además de lo indicado en el artículo anterior, de avisos en periódicos 
internacionales que garanticen la debida publicidad por el término de dos (2) días consecutivos, de conformidad con el procedimiento que establezca el Órgano 
Rector. El plazo para la publicación de la convocatoria no deberá ser menor de cuarenta (40) días  
calendarios. 
 
ARTÍCULO 63.- La invitación a presentar ofertas en las licitaciones restringidas deberá elaborarla la Entidad Contratante por escrito y remitirla a los proveedores 
el día que se establezca en el Cronograma de Actividades del Procedimiento, debiendo además publicarse la Convocatoria en el Portal Administrado por el 
Órgano Rector y en el portal institucional. En caso de no disponerse de los medios electrónicos deberá publicarse por el término de dos (2) días consecutivos en 
dos diarios de circulación nacional del país; en ambos casos con veinte (20) días hábiles de anticipación a la fecha fijada para la apertura de ofertas técnicas. 
 
ARTÍCULO 64.- La invitación a participar en el sorteo de obras deberá elaborarla la Entidad Contratante por escrito y remitirla a los oferentes el día que se 
establezca en el Cronograma de Actividades del Procedimiento, debiendo además realizar una amplia convocatoria en el Portal Administrado por el Órgano 
Redor y en el portal institucional. El plazo de antelación entre el momento de efectuarse la invitación, convocatoria y la fecha fijada para el sorteo debe ser un 
mínimo de 10 días hábiles. 
 
ARTÍCULO 65.- La invitación a participar en un procedimiento por comparación de precios deberá efectuarse mediante una amplia convocatoria en el Portal 
Administrado por el Órgano Rector y en el portal institucional. El plazo de antelación entre ei momento de efectuarse la invitación y la fecha fijada para la apertura 
no será inferior a cinco (5) días hábiles. 
 
ARTÍCULO 66.- La invitación a participar en un procedimiento para compras menores deberá elaborarla la Entidad Contratante por escrito y remitirla a los 
oferentes el día que se establezca en el Cronograma de Actividades del Procedimiento, debiendo además publicarse la Convocatoria en el Portal Administrado 
por el Órgano Rector y en el portal institucional. El plazo de antelación entre el momento de efectuarse la invitación y la fecha fijada para la apertura podrá ser 
establecido libremente por la Entidad Contratante. 
 
ARTÍCULO 67.- La invitación a presentar ofertas en un procedimiento de subasta inversa deberá hacerla la Entidad Contratante mediante amplia convocatoria a 
través del Portal Administrado por el Órgano Rector y en el portal institucional. El plazo de antelación entre el momento de efectuarse la invitación y la fecha fijada 
para la apertura no será inferior a cinco (5) días hábiles.  
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PÁRRAFO: En caso de no disponerse de los medios electrónicos deberá publicarse por el término de dos (2) días consecutivos en dos (2) diarios de circulación 
nacional del país. 
 
ARTÍCULO 69.- La comprobación de la omisión de los requisitos de publicidad en cualquiera de los procedimientos de selección establecidos en la ley y en el 
presente Reglamento, dará lugar a la cancelación o nulidad inmediata del procedimiento, cualquiera que fuere el estado de trámite en que se encuentre. 
PÁRRAFO: En el evento en que la entidad contratante no cuente con la infraestructura tecnológica y de conectividad o la misma presente dificultades de 
funcionamiento, deberá notificar previamente al Órgano Rector.  
 
ARTÍCULO 70.- Pliego de condiciones. La Entidad Contratante deberá usar los modelos estándar de Pliego de Condiciones emitidos por la Dirección General de 
Contrataciones Públicas, que es el Órgano Rector del Sistema. 
ARTÍCULO 73.- Los Pliegos de Condiciones Específicas podrán prever la posibilidad de presentar ofertas parciales por parte de las micros, pequeñas y medianas 
empresas (MIPYMES), conforme se establece en el párrafo del Artículo 5, del presente Reglamento. 
 
ARTÍCULO 74.- Al confeccionarse el Pliego de Condiciones Específicas, deberá distribuirse la cantidad total de cada producto en diferentes renglones, en los 
casos en que una misma convocatoria abarque un número importante de unidades, con el objeto de estimular la participación de las micros, pequeñas y 
medianas empresas. 
 
ARTÍCULO 112.- Los oferentes o los adjudicatarios deberán constituir las siguientes garantías: 
a) De seriedad de la oferta: Uno por ciento (1%) del monto total de la oferta. 
b) De fiel cumplimiento del contrato: Cuatro por ciento (4%) del monto total de la adjudicación. 
c) De buen uso del anticipo: por el equivalente a los montos que reciba el adjudicatario como adelanto. 
-31-d) Para las MIPYMES, la de fiel cumplimiento de contrato: Uno por ciento (1%) del monto total de la adjudicación. 
 
 
ARTÍCULO 113.- Cuando se soliciten las citadas garantías el Pliego de Condiciones/Especificaciones Técnicas o Términos de Referencia deberán establecer el 
monto, plazo de vigencia y la moneda en que deberán constituirse las mismas.  
 
ARTÍCULO 114.- La garantía de seriedad de la oferta será de cumplimiento obligatorio y vendrá incluida dentro del sobre contentivo de la oferta económica. La 
omisión en la presentación de la garantía de seriedad de la oferta, cuando la misma fuera insuficiente, o haya sido presentada en otro formato que no haya sido el 
exigido por la Entidad Contratante, significará la desestimación de la oferta sin más trámite. 
 
ARTÍCULO 115.- La garantía de fiel cumplimiento del contrato se mantendrá vigente hasta la liquidación del contrato y la de mantenimiento de la oferta durante el 
plazo de validez de la misma. En el caso de la prestación de servicios y la contratación de obras la garantía de fiel cumplimiento asegurará, además, el pago de 
las obligaciones laborales y sociales de los trabajadores del contratante. 
 
ARTÍCULO 120.- Las garantías responderán a los siguientes conceptos: 
a) De cumplimiento de las formalidades requeridas. 
b) De cumplimiento de las obligaciones necesarias para el cierre de la operación. 
c) De las obligaciones derivadas del contrato. 
d) De los gastos originados al organismo contratante por demora del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones y de los daños y perjuicios ocasionados al 
mismo, con motivo de la ejecución del contrato o en el supuesto de incumplimiento del mismo. 
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SECRETARÍA DE ESTADO DE TRABAJO CONSEJO  NACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL 
Ley No. 87-01 que crea El Sistema Dominicano de Seguridad Social y su   Reglamento de aplicación No. 775-03. Promulgada el 9 de 

Mayo del 2001 Santo Domingo, República Dominicana 2001 Edición Oficial 
 
LIBRO I. CARACTERISTICAS DEL SISTEMA DOMINICANO DE SEGURIDAD SOCIAL. CAPÍTULO I. PRINCIPIOS GENERALES  
Art. 1.- Objeto de la ley  
La presente ley tiene por objeto establecer el Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) en el marco de la Constitución de la República Dominicana, para 
regularla y desarrollar los derechos y deberes recíprocos del Estado y de los ciudadanos en lo concerniente al financiamiento para la protección de la población 
contra los riesgos de vejez, discapacidad, cesantía por edad avanzada, sobrevivencia, enfermedad, maternidad, infancia y riesgos laborales. El Sistema 
Dominicano de Seguridad Social (SDSS) comprende a todas las instituciones públicas, privadas y mixtas que realizan actividades principales o complementarias 
de seguridad social, a los recursos físicos y humanos, así como las normas y procedimientos que los rigen.  
Art. 9.- Prestaciones del Régimen Contributivo  
El Régimen Contributivo cubrirá como mínimo las prestaciones siguientes:  
a) Seguro de Vejez, Discapacidad y Sobrevivencia;  
b) Seguro Familiar de Salud;  
c) Seguro de Riesgos Laborales por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
 
Art. 10.- Prestaciones de los Regímenes Subsidiado y Contributivo Subsidiado  
Los beneficiarios del Régimen Subsidiado y del Régimen Contributivo Subsidiado estarán cubiertos por las siguientes prestaciones:  
a) Seguro de Vejez, Discapacidad y Sobrevivencia;  
b) Seguro Familiar de Salud.  
 

Reglamento de aplicación No. 775-03. 
No contiene nada sobre MIPYMES y Sistema Dominicano de Seguridad Social 
 

Nuevo Decreto 164-13, ordena instituciones gubernamentales comprar a MIPYMES de producción nacional. 
 
ARTÍCULO 1. Se instruye a las instituciones públicas sujetas al ámbito de aplicación de la Ley No. 340-06, y sus modificaciones, a que las compras y 
contrataciones que deben efectuar a las micro pequeñas y medianas empresas (MIPYMES), por mandato legal y reglamentario, sean exclusivamente de bienes y 
servicios de origen, manufactura o producción nacional, siempre y cuando existan MIPYMES que puedan ofrecerlos. 
PARRAFO. Las instituciones incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley No. 340-06, y sus modificaciones, al establecer las especificaciones técnicas y los 
criterios de evaluación del bien o servicio a contratar con fondos públicos, deberán garantizar la adopción de criterios objetivos que contribuyan a seleccionar los 
de producción nacional. 
 
ARTICULO 2. Para que los bienes y servicios adquiridos sean considerados de “Producción Nacional”, deben cumplir lo siguiente: 
a)  En el caso de bienes primarios agrícolas y pecuarios, el cultivo o nacimiento otorga la condición de producción nacional. 
b)  En el caso de productos manufacturados o industriales, de forma provisional y hasta que el Ministerio de Industria y Comercio termine de elaborar el registro 

de productos nacionales, se considerarán de origen nacional todos aquellos bienes cuyo valor total de insumos importados no supere el 65% del precio de 
venta del producto. Este porcentaje se obtiene dividiendo el valor total de los insumos de origen externo, que participan en la confección del bien, entre el 
precio de venta. 

c)  En el caso de productos farmacéuticos, su fabricación debe realizarse en las instalaciones de un laboratorio farmacéutico cuya planta se encuentre en 
República Dominicana, según lo consigne el registro sanitario del producto. A estos fines no se considerará como “producción nacional” los productos 
importados que sólo sean empacados en territorio dominicano. 

d)  En el caso de consultorías, se considerará nacional aquella que tenga un componente de por lo menos 70 por ciento nacional y un 30 por ciento extranjero. 
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ARTÍCULO 3. En las compras y contrataciones de bienes y servicios, destinadas a MIPYMES, se privilegiará también la contratación con micro, pequeñas y 

medianas empresas, personas físicas, técnicos, profesionales y artesanos, preferiblemente domiciliados en la región, provincia o municipio en el que se vaya a 
realizar la compra o contratación, cuyos proveedores deberán acreditar tal condición de acuerdo a las disposiciones que se establezcan en los pliegos de 
condiciones. 
 
PARRAFO I. De no existir en la provincia o municipio de la institución requeriente, MIPYMES que puedan ofertar los bienes y servicios de producción nacional 
que acrediten las condiciones indicadas en el Artículo 2, de este Decreto, las instituciones podrán contratar con MIPYMES proveedoras de otras regiones o 
municipios del país, lo que deberá estar debidamente documentado y justificado en el expediente administrativo que corresponda al proceso. 
PARRAFO II. En todos los casos, en el domicilio de elección deberá haber instalado y en condiciones de operación una unidad económicamente productiva que 
refleje el tipo de actividad relacionada con la obra, bien o servicio que se desee proveer, y sea conocido como tal; lo que podrá ser demostrado por todos los 
medios posibles, incluido un descenso al lugar por la entidad requeriente. 
PÁRRAFO IV. La Dirección General de Contrataciones Públicas deberá concluir en un período no mayor de tres (3) meses, el proceso de auditoría, mejora y 
actualización del Registro de Proveedores del Estado; de manera tal, que el mismo incluya información actualizada sobre los (as) proveedores (as), las MIPYMES 
y en especial las MIPYMES de producción nacional y las lideradas por mujeres o en las que las mujeres tengan un porcentaje de participación accionaria superior 
al 50%. 
PÁRRAFO V. En ambos casos, las bases de datos establecidas en los párrafos anteriores, serán construidas por etapas; de manera tal, que la información se 
encuentre disponible según vaya concluyendo cada etapa. 
 
ARTÍCULO 5. El Ministerio de Industria y Comercio, conjuntamente con la Dirección General de Contrataciones Públicas, deberá presentar a la Presidencia de la 
República, por conducto del Ministerio de la Presidencia, informes semestrales en los que se evidencie, por institución, el cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en el presente Decreto y en la normativa referente a las compras y contrataciones públicas dirigidas a las MIPYMES, debiendo publicar su contenido a 
través del portal que administra como órgano rector del Sistema Nacional de Contrataciones Públicas y del portal del Ministerio. 
PARRAFO II. Adicionalmente, las instituciones públicas sujetas al ámbito de aplicación de la Ley No. 340-06, y sus modificaciones, tienen la obligación de 
reportar a la Dirección General de Contrataciones Públicas, los días 10 de cada mes, toda la información sobre los procesos iniciados en el mes inmediatamente 
anterior, las adjudicaciones realizadas, y los montos comprometidos y adjudicados, indicando cuales procesos han sido adjudicados a las MIPYMES durante el 
período. 
PARRAFO III. La información recabada será utilizada por la Dirección General de Contrataciones Públicas para realizar un análisis de los Planes Anuales de 
Compras y Contrataciones (PACC) publicados o ejecutados, versus los procesos ejecutados, así como para cruzar información recibida con la capturada a través 
del portal, a los fines de obtener información fidedigna sobre el cumplimiento del porcentaje dedicado a las MIPYMES por institución. 
 
ARTICULO 9. El Ministerio de Industria y Comercio diseñará y pondrá en funcionamiento en un plazo no mayor de 6 meses, el registro de micro, pequeñas y 
medianas empresas, clasificadas por tipo de bien, servicios u obra, que deberá ser utilizado como fuente de información principal por las instituciones públicas al 
momento de hacer el llamado a un proceso. Hasta tanto este registro se encuentre en funcionamiento, se determinará si la Mipyme es o no de producción 
nacional, caso por caso. 
 

Ley No. 177-09 que otorga amnistía a todos los empleadores públicos y privados, sean personas físicas o morales, con atrasos u 
omisiones en el pago de las cotizaciones relativas a los aportes del trabajador y las contribuciones del empleador al Sistema 

Dominicano de Seguridad Social, que hayan estado operando durante la vigencia de la Ley No. 87-01. Gaceta Oficial No. 10525 del 24 de 
junio de 2009. 

Artículo 1.- 
Otorgamiento de Amnistía.  
A partir de la promulgación de la presente ley se otorga una amnistía a todos los empleadores públicos y privados, sean personas físicas o morales, con atrasos u 
omisiones en el pago de las cotizaciones relativas a los aportes del trabajador y las contribuciones del empleador al Sistema Dominicano de Seguridad Social 
(SDSS) que hayan estado operando durante la vigencia de la Ley No.87-01, para que puedan corregir su situación ante la Tesorería de la Seguridad Social.  
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Párrafo I.- 
La amnistía otorgada implica la condonación total de la deuda de todos los empleadores por concepto de los aportes y contribuciones pendientes de pago de los 
Seguros de Vejez, Discapacidad y Sobrevivencia, Salud y Riesgos Laborales del Régimen Contributivo. En caso de aquellas empresas e instituciones privadas y 
del sector público, que les hayan descontado recursos al trabajador, tendrán que depositarlos en la Tesorería de la Seguridad Social, para ser acreditados en el 
caso de pensiones a la cuenta de cada trabajador y en caso de salud tendrán que devolvérselos a los mismos.  
 

Código Tributario y su Reglamento de aplicación.  
No tiene reglamentaciones específicas para las MIPYMES. Aplican parea ellas las normativas tributarias generales. 

Constitución de la República. 
No tiene reglamentaciones específicas para las MIPYMES 
 

Ley No. 1-12 que establece la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030 y Plan Estratégico. G. O. No. 10656 
del 26 de enero de 2011. CONGRESO NACIONAL 

Capítulo VII Objetivos Generales, Específicos, Líneas de Acción, Indicadores y Metas del Tercer Eje Estratégico  
Artículo 25. Objetivos Específicos y Líneas de Acción.-Los Objetivos Generales,  
Específicos y Líneas de Acción correspondientes a cada uno de los Objetivos Generales del  
Tercer Eje Estratégico son: 
 
Objetivo General 3.1 “ Una Economía articulada, innovadora y ambientalmente sostenible, con una estructura productiva que genera crecimiento alto y sostenido, 
con trabajo digno, que se inserta de forma competitiva en la economía global” 
  
Objetivo específico 3.1.3 Consolidar un sistema financiero eficiente, solvente y profundo que apoye la generación de ahorro y su canalización al desarrollo 
productivo 
 
Líneas de Acción. 3.1.3.6 Crear condiciones y mecanismos para el desarrollo del microcrédito, con el propósito de facilitar el acceso al crédito de las unidades 
productivas y grupos poblacionales tradicionalmente excluidos del sistema financiero formal. 
 
Objetivo específico. 3.4.3 Elevar la eficiencia, capacidad de inversión y productividad de las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYME).  
 
Líneas de Acción. 3.4.3.1Desarrollar mecanismos sostenibles que permitan el acceso de las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYME) a  
servicios financieros que tomen en cuenta sus características, incluyendola perspectiva de género.  
3.4.3.2 Impulsar programas de capacitación y asesorías para las MIPYME, orientados a mejorar su productividad, competitividad y capacidad de incorporación y 
generación de innovaciones.  
3.4.3.3 Aplicar y fortalecer las disposiciones legales sobre compras y contrataciones estatales para las MIPYME.  
3.4.3.4Simplificar los procedimientos legales y tributarios para la creación y formalización de las MIPYME a nivel del Gobierno Central y gobiernos municipales.  
3.4.3.5 Promover las iniciativas empresariales, tanto individuales como asociativas, dando a especial atención a jóvenes y mujeres. 
3.4.3.6 Fortalecer el marco legal e institucional de apoyo a las MIPYMES, que fomente y propicie el desarrollo integral de este sector.  
3.4.3.7Implementar programas de desarrollo de suplidores que permitan convertir en exportadoras a pequeñas y medianas empresas a través de su vinculación 
con empresas exportadoras. 
 
Objetivo General 3.5. Estructura productiva sectorial y territorialmente articulada, integrada competitivamente a la economía global y que aprovecha las 
oportunidades del mercado local  

 


